Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 


(Son las 16:08). 


—La comisión tiene en agenda varios asuntos para definir. Por lo pronto, el próximo jueves 29 
deberíamos celebrar una sesión ordinaria, pero como estamos a menos de una semana, quisiera 
proponer que la sesión de hoy se transforme en ordinaria —advierto expresiones no verbales de los 
señores legisladores a favor del planteamiento— y que reservemos la convocatoria a una extraordinaria 
en caso de que surja alguna situación que así lo amerite. 


(Apoyados). 


—Entonces, por la unanimidad de los miembros de la comisión se resuelve suspender la 
sesión ordinaria del próximo jueves 29 de setiembre. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes). 


«Señor Comisionado Parlamentario, doctor Juan Miguel Petit. Nota de fecha 29 de agosto de 
2016, en la cual informa de una muerte en el Módulo 3 del Comcar, así como el número de fallecidos 
en los centros penitenciarios en el correr del año. 


Señores legisladores Gustavo Penadés y Pablo Abdala, en representación del Partido 
Nacional. Nota de fecha 9 de setiembre de 2016 por la cual solicitan convocatoria urgente de la 
comisión ante el incremento de los acontecimientos violentos ocurridos en el sistema carcelario. 


Sindicato de Funcionarios Policiales de Montevideo. Nota de fecha 14 de setiembre de 2016 
por la cual solicitan audiencia». 


Con respecto a este último punto, creo que sería conveniente pedir a los representantes del 
sindicato que nos hagan llegar toda la información acerca de la solicitud de entrevista y el motivo para 
formularla y, de existir acuerdo, los recibiríamos en la próxima reunión de la comisión. 


En otro orden, en cuanto a la solicitud de legisladores integrantes de esta comisión para 
celebrar esta sesión, quiero decir que durante todo el período en que no funcionó la comisión 
trabajamos directamente con el comisionado, que estaba preocupado por la situación. En algunos 
casos lo acompañamos y, en otros, colectivizamos a todos los miembros de la comisión las 
informaciones que nos envió, inclusive aquellas que facilitara el propio Ministerio del Interior. 


Independientemente de que hoy recibiéramos al comisionado parlamentario, nos pareció 
apropiado que también nos acompañaran las autoridades del Ministerio del Interior. En tal sentido, es 
conveniente explicar que la concreción de esta sesión se demoró un poquito porque el ministro 
Bonomi se encontraba fuera del país; él tenía interés en estar presente para aportar un panorama 
general de toda la situación. 


Por otra parte, se agregaron algunos temas —ya los comentará, en el día de hoy, el 
comisionado parlamentario—- y acciones que estamos abiertos a estudiar, como en su momento lo hizo 
el comisionado parlamentario. La idea es dedicar un día de sesión de la comisión a cinco, seis o siete 
temas o ejes de trabajo de manera de no esperar a que se genere una demanda ante determinada 
problemática, sino que nos adelantemos a las posibles situaciones. El comisionado también está 
abierto a considerar estos temas. Por lo tanto, más allá del planteo que nos pueda hacer hoy, 
entendemos conveniente abocarnos a una tarea de ese tipo. 


SEÑOR ABDALA.- Simplemente quiero corroborar lo señalado por señora presidenta y respaldar lo 
actuado por ella. 


El señor legislador Penadés y quien habla, en nombre del Partido Nacional y de 
representantes de todos los partidos en esta comisión, efectivamente promovimos -como lo acaba de 
señalar la señora presidente cuando se dio cuenta de los asuntos entrados— la convocatoria urgente de 
esta comisión por los hechos de pública notoriedad. Me consta que la reunión se concreta en el día de 
hoy por la razones invocadas por la señora presidenta, muy evidentes, vinculadas con la 
responsabilidad de los señores senadores que estuvieron durante varios días abocados al análisis de 
la rendición de cuentas en el plenario. 


Sin duda, lo que generaba una expectativa importante era la presencia del señor Ministro del 
Interior para lo cual era necesario, naturalmente, esperar su retorno al país. 


Agradezco mucho a la señora presidenta y, en nombre del partido nacional, no solo 
manifestamos nuestra satisfacción, sino que también ratificamos y corroboramos lo que ella acaba de 
mencionar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde ahora invitar a sala al señor comisionado parlamentario. 
(Ingresa a sala el comisionado parlamentario para el sistema penitenciario, doctor Petit). 


—Damos la bienvenida al comisionado parlamentario para el sistema penitenciario quien está 
en conocimiento del temario que tenemos para abordar en el día de hoy. Nos hemos mantenido al 
tanto a través de los distintos informes que ha enviado tanto personalmente, como a la propia 
comisión. 


Quiero señalar, por último, que después de su presencia vamos a recibir a las autoridades del 
Ministerio del Interior para considerar los mismos temas y otros que puedan surgir de la propia 
comisión. 


Sin más, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR PETIT.- Trataré de ser breve ya que tienen que escuchar otros enfoques, voces y 
perspectivas, pero la verdad es que tenemos mucha información. La oficina está trabajando con 
muchos frentes a la vez, tratando de no perder la perspectiva de que es una realidad muy heterogénea 
la que ofrece todo el sistema penitenciario. Dado que la temática se centra en las situaciones más 
acuciantes, no voy a dar cuenta de algunas actividades que realizamos. Simplemente voy a mencionar 
que la presidenta participó de una actividad para la difusión de las «Reglas Nelson Mandela» con los 
treinta directores de los centros penitenciarios. Creo que esta fue una muy buena señal que dio el 
parlamento sobre la difusión de la normativa de derechos humanos a todos los establecimientos 
penitenciarios. También cabe resaltar la buena voluntad del Instituto Nacional de Rehabilitación de 
participar de una actividad a la que convocamos nosotros. 


Por su parte, firmamos un acuerdo con la Procuración Penitenciaria de la Nación de la 
República Argentina en el que estuvieron presentes la presidenta y el señor legislador Abdala. A ello se 
agrega otro conjunto de actividades que tienen que ver con lo que podríamos llamar el desarrollo 
institucional de la oficina y el rol del Estado, tema sobre el que me han escuchado hablar varias veces. 
En ese sentido, hemos mantenido reuniones con las autoridades de salud pública, más 
específicamente con el área de SAI-PPL, de ASSE. También lo hemos hecho con el Mides, al que le 
hemos realizado algunos planteos y tenemos una vía de comunicación para poder derivar algunos 
casos extremos de familias con alta vulnerabilidad, o con muchos hijos, que requieren una atención 
focalizada. Lo mismo sucede con el sistema educativo y con la Dirección Nacional de Apoyo al 
Liberado. En fin, trabajamos con diversas áreas que sirvan como puntos de referencia de líneas de 
política pública. 


Para empezar con algunas noticias dulces antes de ir a las amargas, quiero decir que ayer y 
anteayer estuve en Soriano y Fray Bentos donde hay experiencias interesantes que marcan las 
buenas posibilidades que ofrecen los centros cuando son chicos. En Soriano, Pense está trabajando 
en una relación bastante directa del director con los internos. Es verdad que encontramos algunas 
dificultades importantes en el área de mujeres. Nos reunimos con todas ellas —que son 28 en Pense- y 
rápidamente trasladamos la preocupación al director quien nos dijo que efectivamente eran correctos 
los testimonios que recibimos. Luego estuvimos en Fray Bentos, donde la unidad de Cañitas organizó 
una reunión muy interesante con la comunidad, pensando en ese gran desafío que es unir esos cabos 
sueltos —que no son cabos, sino vidas— del hijo o hijos  —que quizás sean de varias parejas y asisten 
a una guardería, o a un colegio—, su familia, sus allegados, con la persona privada de libertad. Se 
organizó una reunión con entidades locales, el INAU, la Intendencia, el Mides, voluntarios que trabajan 
en la cárcel, etcétera, para ver cómo se pueden constituir esas redes de protección que pueden ser 
complementarias a la cárcel. 


Sé que la preocupación central de los señores legisladores, como la de muchos, es la 
situación del Comcar, y en particular la de los módulos 8, 10 y 11. Venimos haciendo un monitoreo muy 
intenso de eso y de otras situaciones y quiero que sepan que estamos en contacto permanente con el 
Instituto Nacional de Rehabilitación. Es bueno destacar el excelente diálogo que tenemos; funcionamos 
como un actor más que en oportunidades hace las veces de alerta temprana planteando situaciones e 
inconvenientes, escuchando versiones que nos llegan, denuncias de familiares, etcétera. Asimismo, se 
valora el rol que cumple la oficina del Parlamento en ese sentido. También queremos referirnos a la 
buena relación que hay en todos los centros. No hemos tenido ningún inconveniente; es más, 
recorremos todos los lugares a toda hora y sin ningún tipo de problema. 


Respecto a los módulos, es bueno señalar —quizás los señores legisladores ya estén al 
tanto— que el Ministerio del Interior y el INR han tomado diversas medidas. En los últimos días salieron 
a la luz en los medios de comunicación varios videos que fueron difundidos fundamentalmente por 
funcionarios, que mostraba aquella situación sobre la que habíamos hablado en sala, sobre todo en los 
módulos 10 y 11. Estamos hablando de internos que salían en las noches con distintas finalidades, por 
ejemplo, para traficar droga o simplemente para convivir, conseguir comida o hacer fuego, ocupar 
celdas, agredir a otros internos, en fin, situaciones muy tensas, pero que funcionaban de alguna 
manera como válvula de escape de una situación derivada de la falta de actividad que había en esos 
módulos. A esas dos situaciones se agregaba la del módulo 8, totalizando 1800 personas, cifra que se 
mantiene por más que ha habido movimientos. 


Para estar al día con la información —aunque voy todas las semanas-—, fui hoy de mañana a 
los módulos y al Penal de Libertad. Lamentablemente tengo que decir que un nuevo suicidio se sumó a 
los casos de muerte; es la 34? muerte en lo que va del año. 


Respecto a las medidas que se van tomando señalo, en primer lugar, el cambio de dirección 
en el Comcar. Nos hemos reunido dos o tres veces con el director. Cuando se detectaron hechos de 
violencia inmediatamente fuimos al Comcar para dialogar con él y ver el lugar de los hechos. El planteo 
de este hombre es muy interesante. Como dato simbólico, pero que no es nada menor, les cuento que 
el otro día el director se constituyó en el módulo 10 con un megáfono; esta es la primera vez en años. 
Creo que la imagen se difundió ayer en televisión. Realmente constituye un símbolo fundamental. Es la 
primera vez en muchos años que un director de un establecimiento de esta magnitud habla cara a cara 
con todo el módulo, y lo va a repetir en los otros módulos. Incluso va a hacer un planteo muy 
interesante respecto a incorporar la visita a los módulos, generando mejores condiciones. Se ha 
reunido con familiares, con esos grupos de familiares que de alguna manera hemos ido cobijando en el 
Parlamento y a quienes les hemos tendido puentes —eso es parte de nuestra función— para que 
pudieran reunirse con autoridades del Instituto Nacional de Rehabilitación, con los directores de los 
centros. 


La actual dirección, que cambió todo el comando, tiene planes muy positivos que trataremos 
de acompañar, monitorear y complementar con los talleres que realizamos. Por ejemplo, en el módulo 
10 realizamos talleres de derechos humanos y un grupo grande de internos elaboró una nota que envió 
a ASSE, no en calidad de presos, sino de usuarios de la salud, planteando sus problemas sanitarios. 
Para nosotros fue una satisfacción el resultado que se obtuvo de esa acción que realizó nuestro 
equipo con un grupo de internos que se empoderaron en su rol de ciudadanos y se dirigieron, no como 


presos que pedían ser vistos por el médico, sino como un usuario más del Sistema Nacional Integrado 
de Salud. Fue así que se dirigieron a las autoridades correspondientes en el área de la salud pública. 


Las medidas que se están tomando son positivas. En ese sentido, se van a incorporar 80 
guardias y 100 operadores penitenciarios. Se ha reforzado la seguridad: se ha colocado una tanqueta — 
la cual cumple un rol disuasivo o preventivo— frente a los módulos 10 y 11. Asimismo, se han colocado 
carpas en la zona de atrás de los módulos, en las que se encuentra personal de la Guardia 
Republicana. Por lo que he hablado hoy con los funcionarios y con los internos de los tres módulos, las 
salidas nocturnas han bajado mucho. De todas maneras, hemos conversado con el director en cuanto 
a que el control es muy importante porque hemos constatado muchas situaciones de abuso; incluso, 
hay múltiples denuncias de familiares de reclusos y de presos porque hay internos que amenazan, que 
piden peajes, que abusan de otros reclusos, etcétera. Existe una situación de enorme vulnerabilidad 
porque hay un mundo muy degradado y, obviamente, conocemos solo la punta del iceberg; es poco lo 
que sabemos del funcionamiento de ese mundo. 


Esa mayor presencia de seguridad se ve reflejada en que durante el día se ha visto reforzada 
la guardia —en la noche aún no; quedan pocos funcionarios en la noche-—, y esa presencia disuasiva ha 
cumplido un rol. Lo que pensamos -—y así también se nos ha transmitido— es que ese reforzamiento de 
la seguridad tiene que ser acompañado de un cambio en las condiciones de convivencia que hay en 
los módulos, porque al controlarse el tema de las salidas, que muchas veces actúan como válvula de 
escape válvula de escape negativa, pero válvula de escape al fin—, ello puede repercutir 
negativamente hacia adentro y generar mayor violencia, que se puede expresar, por ejemplo, en los 
momentos en que los reclusos se encuentran en espacios abiertos, como en la visita. Esta es una de 
las preocupaciones que nos han transmitido. 


Por otra parte, se han iniciado actividades. El funcionamiento de las policlínicas estuvo 
suspendido durante mucho tiempo y ahora se está retomando. Es más, hoy al mediodía un equipo de 
ASSE se encontraba recorriendo el lugar. En el módulo 11 estaban muy preocupados porque no se han 
podido reabrir las policlínicas dado que el edificio se encuentran en mal estado. Son edificios bastante 
nuevos, pero tienen problemas de cañerías y de mantenimiento. Según se nos ha informado —no lo 
puedo asegurar porque no hemos hecho un estudio—, existen problemas estructurales de humedades, 
de agua que cae, etcétera. Todavía no se han reestablecido plenamente las policlínicas en los 
módulos, pero está la intención de hacerlo. Es un tema que hay que atender urgentemente. 


Las salidas al patio siguen siendo limitadas, sobre todo en los módulos 8 y 11. Se está 
intentando que sean más regulares, pero las carencias de personal generan muchas dificultades en 
ese sentido. Por lo tanto, el problema persiste. 


Si bien el contacto es permanente, he mantenido reuniones con ASSE en el centro de salud 
en las que planteamos el tema de la salud mental, porque es muy importante reforzar la atención. Hoy 
en día existen unos ocho recursos para el Comcar, lo que asegura una presencia de cinco personas allí 
de lunes a viernes. Actualmente funcionan grupos terapéuticos de entre diez y veinte personas. Allí se 
tratan varios temas, como las adicciones, la salud, la salud reproductiva o lo que planteen los internos, 
pero obviamente no es suficiente. La gente de ASSE nos ha dicho que se necesitaría, por lo menos, 
duplicar o triplicar los recursos que hoy tienen desplegados. 


En cuanto a la falta de actividades educativas o laborales, las cifras más o menos se 
mantienen. En el Comcar sigue siendo un factor sumamente positivo la actividad del polo industrial, 
que tiene en lista a unas cuatrocientas personas y ha sacado a personas del módulo 8. Nos invitaron a 
los inicios de actividades y he hemos ido a tres. Cabe destacar la calidad humana con la que se ha 
asumido esta actividad; el licenciado Jaime Saavedra tiene un encare muy positivo con los internos. 
Cuando comienza la actividad, invita a las familias e incluso a los hijos. Allí desayunan, se presentan 
unos videos y tienen una charla motivacional. En esa oportunidad nos dio la palabra y se hizo presente 
el director. En verdad, fue una situación muy emotiva; por ejemplo, pudimos ver a internos que por 
muchos meses e incluso años no habían salido ni tenido una actividad laboral, pero ahora se 
encuentran por primera vez con la posibilidad de involucrarse con un mundo externo —y no tan 
encerrado— al de los módulos 8, 10 y 11. Por tanto, es muy positivo contar la actividad del polo 
industrial. 


Otro elemento importante, que tal vez no tuvo mucha difusión, tiene relación con las brigadas 
de acción comunitaria que son promovidas por el Ministerio del Interior. En este caso, los internos salen 
a reparar daños, por ejemplo, en escuelas, ocurridos por eventos climáticos. Lamentablemente, el polo 
industrial no puede absorber toda la demanda ni a la gran cantidad de internos interesados en estas 
actividades, pero vale la pena marcar que en esto ha habido un avance. 


En otro orden de cosas, hay problemas que siguen pendientes en estos tres módulos; tal es el 
caso de la higiene, la basura y las ratas. A este respecto, hicimos una recomendación a los señores 
legisladores, pues consideramos que se requiere una acción sostenida —de pronto, en un trabajo 
conjunto con la Intendencia— y la aplicación de una fórmula que asegure el exterminio de una plaga 
como esta, que hace tanto daño. Las ratas aparecen en cualquier momento: en el horario de la visita — 
momentos en que ven a su familia y a sus hijos- o en las noches, por lo que algunos internos deben 
tapiar las celdas. Además, esto hace que se sientan desvalorizados. Nos hemos encontrado con 
problemas, como dije antes, relacionados con la salud mental, por ejemplo, depresión y ataques de 
pánico. El deterioro es importante. Hoy me encontré con un interno que no conocía, que me lo había 
mencionado otro interno hace tres meses, y puedo asegurar que es otra persona: está mucho más 
flaco, ha perdido dentadura, está deprimido, sin ganas de hablar. Está en el módulo 11, es decir, no 
tiene ninguna actividad. 


En síntesis, antes de responder las preguntas de los señores legisladores, quiero decir que 
estuve allí y hablé con familiares y funcionarios. Todos están a la espera del ingreso de nuevos 
funcionarios y el director, al igual que nosotros, sobre todo confía en que se puedan constituir equipos 
multidisciplinarios para atender esos módulos, cuya acción se pueda acompasar con las medidas que 
se han tomado, que son muy correctas y positivas, pero el problema es de una magnitud muy 
importante. 


Mi sensación es que tenemos un problema que se arrastra desde hace décadas y que nos va 
a llevar un buen tiempo resolver. Por eso, justamente, debemos pensar en políticas estables, en 
políticas públicas, porque este no es un asunto de un momento, de una administración o de un director 
de un centro, sino que es un tema pendiente en nuestro país. Lo bueno es que esté sobre la mesa y 
que haya muchos actores trabajando y haciendo muchas cosas. Aquel episodio espantoso ocurrido en 
el módulo 8 que dejara como saldo un muerto; aquel episodio fruto también de la degradación y del 
deterioro en las relaciones de convivencia; aquel episodio en el que un grupo arrastró bajo amenaza a 
sus compañeros de celda para prender fuego a otro grupo, nos mostró que realmente es necesario 
concebir una presencia que pueda conjurar ese clima de violencia y ese relacionamiento deteriorado. 


Hemos iniciado estudios y recopilado material bibliográfico que nos hace pensar que estamos 
ante la perspectiva de un fenómeno que no habíamos abordado, que es el de las muertes en prisión. 
No sé cuál es la sensación de los señores legisladores, pero a nosotros nos ha sorprendido este 
fenómeno de las muertes en prisión. Hemos solicitado información al INR sobre los últimos diez años y, 
si bien no hemos recibido una respuesta por escrito, nos han señalado que el año pasado hubo 43 
muertes en prisión. 


Como dije, pedimos los datos de 10 años para atrás. Da la impresión de que este es un 
fenómeno de larga data, que pasó por debajo de nuestros radares. Estamos buscando cómo comparar 
esto, y no está siendo fácil. Hemos pedido información al exterior, hemos rastreado por internet, 
enviamos algunos e-mails, y es un dato que cuesta encontrar porque muchos países tienen la cifra 
total de muertes en prisión que engloba las muertes por enfermedad, por tratarse de personas 
mayores, muertes por violencia, por suicidio y, en algunos casos, hasta por accidentes o situaciones 
dudosas. Actualmente estamos realizando un informe de cada una de las muertes —dos integrantes del 
equipo están revisando esos casos— para saber cómo ocurrieron, cómo se le comunicó a la familia, qué 
pasó después, qué investigaciones hubo, y lo cierto es que encontramos muchos vacíos en el sistema, 
sobre todo en el área de salud mental. En uno de los homicidios —un caso terrible—, la persona que lo 
cometió estaba en una situación de alteración muy visible y no estaba siendo atendida ni medicada, 
estaba en un módulo abierto con otra persona y no pudo detectarse a tiempo esa situación. 


En mis visitas al interior estuve reunido con los fiscales, los defensores y los jueces —dicho 
sea de paso, tuve varias visitas que comuniqué a los legisladores de los departamentos de Rivera, 
Rocha, Maldonado, Soriano y Tacuarembó-, lo que fue muy positivo. Empecé a hacer lo mismo en 
Montevideo, donde me reuní con los defensores y los jueces y tengo planteada una reunión con los 


fiscales. Recordemos que los jueces tienen la obligación de realizar observaciones en lo que respecta 
a las condiciones de detención. De alguna manera, cuando decimos que todo el sistema penitenciario 
tiene que repensarse, también ello incluye a esos actores, a las medidas alternativas a la prisión, al 
funcionamiento, al rol que juegan y la fortaleza de su rol. 


En la reunión con los defensores, por ejemplo, nos enteramos de que hacía más de un año 
que no entraban al módulo 8. Es inquietante que durante dos años más de 800 personas no hayan 
tenido acceso a su abogado defensor. Como país, eso no puede pasarnos. Aquí hubo un sistema de 
alarmas, probablemente de varias instituciones, que no funcionaron. En lo personal, les dije que en 
estos 11 meses hablé con varios internos del módulo 8 y no lo detecté ni nunca me lo plantearon. 
Ahora que lo sé, rápidamente hablé con el centro de rehabilitación para que tomen las medidas 
necesarias a fin de encontrar una solución y que los 807 internos del módulo 8 puedan tener su 
defensa. 


Entonces, en lo que respecta al tema de las muertes en prisión, apenas tenga el informe se 
los haré llegar. 


SEÑOR RADÍO.- ¿Me permite? ¿En dos años no tuvieron acceso a su abogado defensor? 
SEÑOR PETIT.- Así es. 
Para redondear, hago un pequeño paréntesis respecto a la situación del Penal de Libertad. 


Enterado del suicidio, hoy de mañana me reuní con el director y con el jefe de reclusión del 
penal. Es un equipo que funciona con mucha apertura y plantea los problemas —no los esconden-—, 
entre ellos, por ejemplo, el de la falta de personal, puesto que desde marzo a la fecha tienen 66 
policías menos. Pedí que me llevaran al lugar donde había ocurrido el suicidio, en el piso 3, ala B, que 
está al este. Es uno de los sectores más complicados, donde hay internos con causas de mayor 
complejidad, con mayores prontuarios y penas más largas. 


La constatación de este caso es una muestra de lo que nos ha pasado en estas décadas. Se 
trataba de una persona que tenía un prontuario muy importante, con delitos importantes, con una larga 
condena. Sin embargo, atravesó el sistema; allí lo recordaban desde que tenía diecinueve años. Al 
estudiar su carpeta, no encontramos informes sociales, con la familia, etcétera. Y lo que desencadenó 
este suicidio fue una situación directamente vinculada a la familia, más allá de toda la problemática. 
Vemos que en todos los casos podemos encontrar la misma figura como preocupación: la dificultad 
que tenemos hoy para encontrar programas de trabajo penitenciario. Esa fue la sensación que tuve hoy 
mientras recorría este piso, que probablemente debe ser de los más complicados. Al hacerlo nos 
llegaron pedidos de todos lados; así pues, terminamos hablando con varios de los internos junto al jefe 
de reclusión, quien me contaba una cantidad de ideas y planteos que tenía, por ejemplo, transformar 
en aulas algunas celdas que no pueden usarse. Además, me comentaba las dificultades que tiene para 
sacar a los reclusos. La actividad que hay es una salida al patio solamente una hora por semana. Sin 
duda que eso no permite pensar que pueda haber una rehabilitación. 


La sensación que uno tiene allí es que la vida y la trayectoria de esas personas y de sus 
familias podrían ser diferentes si hubiera una presencia técnica, de tratamiento, de trabajo 
penitenciario. 


Supongo que a los señores legisladores les sucederá lo mismo que a mí, es decir, cuando 
van a entrevistas en los medios de comunicación, por las redes sociales se envían mensajes muy 
negativos, en el sentido de que no se puede hacer nada, que los encierren a todos, que revienten 
todos y expresiones mucho más fuertes. Sin embargo, sería importante poder transmitir cómo el 
trabajo penitenciario y social logra alterar esas trayectorias, mejorarlas, aunque en algunos casos no 
sea en un ciento por ciento. Eso es lo que uno percibe cuando recorre el lugar. 


A su vez, el Penal de Libertad también da una sensación de fragilidad. Es un edificio que 
contiene mucho más que lo que contiene el Comcar, pero la falta de trabajo penitenciario sigue siendo 
igualmente preocupante. Se han planteado ideas para hacer cosas como, por ejemplo, utilizar el viejo 


edificio de Las Latas —que está deshabitado— para hacer un espacio educativo y también laboral. Hay 
proyectos para avanzar en ese sentido, pero también existen dificultades en relación con los recursos 
para su concreción. 


En suma, y para terminar con esta puesta al día, señalo que, a mi juicio, esta situación va a 
requerir mucho trabajo y mucho esfuerzo, sobre todo institucional. La visita que hicimos a jueces, 
defensores y fiscales también la hicimos con otros organismos del Estado. El lunes nos reunimos aquí 
por segunda vez con la Dirección de Salud Mental de ASSE y el equipo de SAl-PPL. Les planteamos 
que vamos a seguir mandando notas. 


Estamos estudiando algunos casos, incluso, la presentación de algunos recursos de amparo 
por situaciones que no están siendo respondidas. Pero más allá de la buena respuesta y del accionar 
que hay en el Instituto Nacional de Rehabilitación, tenemos la sensación de que esto requiere un plan, 
una plataforma, una agenda interinstitucional integrada que pueda trazar líneas de aquí a varios años. 


Lo que quería plantear a los señores legisladores, en el rol que tiene el Comisionado 
Parlamentario según lo establece la ley —que es el de asesorar al Poder Legislativo—-, es la necesidad 
de elaborar las líneas, los ejes y las plataformas para pensar una política pública que, probablemente, 
requerirá más de una administración y un buen tiempo para poder bajar la reincidencia, cambiar buena 
parte de lo que se está haciendo, generar puentes entre las instituciones y aportar desde el rol que 
tiene, a su vez, el Parlamento. En ese sentido, quiero hacer un documento para ustedes que pueda 
servir como una especie de hoja de ruta o agenda de trabajo para el futuro. 


La situación es delicada y creo que hay que apuntar a seguir aunando esfuerzos y a apoyar a 
otros organismos del Estado y a otros actores para que se sumen al esfuerzo. 


No quiero excederme en mi presentación, pero hice circular entre ustedes dos notas que envié 
al Ministerio del Interior. Una de ellas tiene once propuestas que van en la línea de buscar otros actores 
sociales, como empresas o sindicatos. En diciembre, para el Día de los Derechos Humanos, pensamos 
hacer un encuentro con sindicatos y empresas aquí, en el Parlamento, con el rol que pueden cumplir. 
También hay otras entidades sociales que tienen cosas para hacer y quizás esté faltando que se tomen 
las buenas experiencias puntuales que hay y se salga a buscar más. Nos ha pasado que algunos 
actores sociales —a veces son empresas y, otras, sindicatos— nos dicen: «¿Por qué no nos piden más 
ayuda, si la podemos dar?» o «¿Por qué no nos facilitan la posibilidad de intervención y de ayuda?». 


Reitero que la situación es delicada, pero creo que tenemos por delante un enorme desafío: 
constituir una política penitenciaria que enganche con los ejes centrales de la política social — 
educación, salud, empleo—, de modo de lograr una prevención general de la violencia. 


Quedo a las órdenes para responder cualquier pregunta que deseen formular. No quiero 
ahondar más, porque hay más invitados. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida al señor comisionado, aunque a esta altura creo que no 
sería necesario hacerlo porque se supone que es una presencia habitual y natural en el ámbito de esta 
comisión. 


Sobre la base de lo que nos trasmitió y de la exposición que nos acaba de formular, quiero 
hacer dos o tres consultas. 


Durante este interregno que la señora presidenta describió cuando comenzó la sesión del día 
de hoy, mientras tramitábamos la presencia del ministro del interior y la convocatoria a esta sesión 
extraordinaria, recibimos alguna información del propio ministerio como adelanto. Alguna de ella es 
coincidente con parte de lo que acaba de informar el señor comisionado, como la labor que se viene 
desarrollando en el polo industrial y el avance que esto representa. Es algo muy tímido y parcial, pero 
es positivo en función de que está generando espacios de participación y de desarrollo de actividades 
laborales para varios internos. 


También nos trasmitió el ministerio —de todas maneras se lo preguntaremos al ministro cuando 
venga- que se están haciendo esfuerzos en un aspecto que pesa negativamente en todo esto: la 
inapropiada clasificación de los internos, ya que en estos módulos se han entreverado demasiado las 
categorías, el perfil y los antecedentes. Según el ministerio, se habrían dado algunos pasos iniciales en 
ese sentido. Concretamente, se nos dice que cincuenta internos —puede parecer muy modesto— 
habrían sido reubicados y que se están ganando espacios en los módulos 8, 10 y 11 para avanzar en 
esa dirección. Me gustaría saber si eso es así. 


También se nos habla de un programa vinculado con un convenio con la Unión de Rugby del 
Uruguay, que no sé qué alcance tiene. Por el texto que mandó el ministerio, parecería que hay mucha 
expectativa en relación con eso y que, fundamentalmente, serían los internos del módulo 11 los que 
estarían participando de ese programa. Esta es otra consulta que hago al señor comisionado. 


Por último, también quiero consultarlo sobre algo que él mencionó y que creo que a todos nos 
preocupa mucho: la situación que se genera al final del día, cuando cae el sol y llega la noche y aquello 
se vuelve tierra de nadie, por todo lo que hemos estado viendo hasta este momento. Creo que el 
comisionado habló de ochenta guardias que estarían en vías de contratarse y algo nos había 
anunciado sobre esto el doctor Carrera cuando compareció en el mes de junio. Entonces, me gustaría 
saber si esos guardias van a estar destinados a la vigilancia nocturna o no, y si se piensa reforzar esa 
vigilancia de alguna manera. Más allá de la importancia de los programas educativos, de los aspectos 
vinculados con la recreación y los programas laborales, si no se controla la situación y no se puede 
ejercer la autoridad, fundamentalmente cuando se producen los desbordes, de nada servirá todo lo 
demás. Entonces, específicamente me gustaría saber —y también se lo preguntaremos al ministro— si 
se está en vías de encontrar una solución para lo que, fundamentalmente, ocurre a la caída del sol y al 
término de cada jornada. 


SEÑOR PENADÉS.- En la última comparecencia del comisionado parlamentario en la que participé, 
hace ya más de 60 días, nos informó de una situación muy delicada en los módulos 8, 10 y 11. Pasado 
este tiempo y conocidas las denuncias, quisiera saber cómo catalogaría la situación con relación a esa 
última comparecencia. Es decir, ¿entiende que la situación ha tendido a mejorar? ¿Se han tomado 
medidas respecto a lo que el comisionado denunciaba como irregularidades o situaciones límite? En 
ese sentido, ¿ha vivido o conocido alguna decisión que apunte a mejorar el problema a que se hacía 
referencia en aquella oportunidad? 


Se habla de ausencia de personal, pero lo que no termino de entender o discernir es lo 
siguiente. El comisionado hizo referencia a la situación del último año y dio un ejemplo que puso el 
director de la cárcel de Libertad, en el sentido de que había habido 60 o 66 bajas. Al respecto quisiera 
saber si se trata de policías o de agentes penitenciarios. Creo que está llegando la hora de 
encomendar —se lo podríamos pedir al comisionado parlamentario- que se vea si ha habido algún 
avance sobre las medidas que, desde hace un tiempo, se han tomado con relación al sistema 
penitenciario. Una de ellas, por lo que pudimos entender groseramente, es ni más ni menos, que el 
hecho del retiro de la policía de la administración y el manejo de las cárceles, y el ingreso de 
operadores penitenciarios. 


Hay que descontar que el Poder Ejecutivo ha hecho un esfuerzo con relación al ingreso de 
personal bajo esta forma a la administración del sistema penitenciario. En concreto, quisiera saber si 
las bajas están relacionadas con esto y si está dando resultado la política de sustitución del policía, el 
guardiacárcel tradicional, por el agente penitenciario. Ahí hay un cambio de concepción importante 
respecto de las falencias que parecía tener la policía con relación a la atención de los reclusos y las 
bondades del sistema. Quizás el comisionario parlamentario no pueda responder esta pregunta hoy, 
pero me interesaría mucho que en algún momento se comenzase a realizar una evaluación porque 
este programa lleva más de cinco años. 


Asu vez, se dijo aquí que hay que construir una política penitenciaria, por eso, le pregunto si a 
su entender hoy no se está llevando adelante una política penitenciaria, en especial, con relación a la 
administración de estas instituciones. 


Finalmente, quisiera hacer una pregunta relacionada con lo siguiente. Desde que el 
comisionado parlamentario asumió su cargo, ¿cuántos directores han pasado por la dirección del 


Comcar? Ahora se habla de la llegada de un director nuevo, del que el comisionado ha manifestado —y 
nosotros tenemos referencias- que ha cumplido una importante tarea en Campanero, en la cárcel de 
Maldonado y, quizás, por los resultados que ha obtenido en esos centros penitenciarios, se lo premió 
con la administración del Comcar. En todo caso, tendríamos que tratar de evitar ese viejo adagio de 
«cada maestrito con su librito», es decir que se empiece de cero cada vez que ingresa un nuevo 
director a la dirección de estos centros de reclusión porque entonces nunca se terminaría de avanzar. 


Es indiscutible que ha habido un esfuerzo presupuestal, se ha intentado mejorar las 
condiciones edilicias de algunos de los centros de reclusión y se han construido nuevos, habiendo 
otros en vías de construcción. En ese sentido, no ameritaría una discusión sobre que el Estado ha 
estado omiso en un esfuerzo. Se podrá coincidir con que fue mucho o poco, pero lo que no se puede 
dejar de reconocer es que ha habido un esfuerzo. Ahora bien; parecería ser —por las noticias que usted 
trae y por los resultados acerca de la cantidad de muertos que ha habido este año- que, no obstante 
ese esfuerzo, algún problema están teniendo. También en algún momento en el Comcar se trató, con la 
construcción de nuevos módulos, de bajar el índice de hacinamiento que existía en otros. 


Y vuelvo a la primera pregunta: si el comisionado parlamentario y sus asesores han notado 
en este tiempo algún tipo de mejora con relación al último informe que se nos había brindado. 


SEÑOR PETIT.- En cuanto a cuál es la respuesta que hay desde el Poder Ejecutivo, debo decir que no 
hay una actitud de cerrar las puertas y las ventanas a las denuncias o planteos; no hay una actitud de 
omisión; no hay una actitud de inacción. Entiendo que hay una actitud de enfrentar estos problemas, y 
mi sensación es que en los últimos meses se ha visto la magnitud que tienen estos. Capaz que no 
estaban totalmente iluminados en su vastedad. Creo que allí la realidad de estos módulos no era tan 
conocida hace un tiempo, y tampoco la conocemos del todo porque, como decía, creo que hay allí todo 
un submundo de deterioro que, realmente, es muy grande. 


Considero que las medidas que se están tomando son buenas, van en una buena dirección. 
Creo que lo que se requiere es una mayor magnitud y una mayor velocidad en la ejecución de algunas 
de esas medidas. Justamente, el volumen que tiene el problema, la gravedad de la situación, el 
deterioro que se ha acumulado allí lleva, por ejemplo, a lo que decía hace un ratito: las policlínicas se 
suspendieron hace unos meses, se decidió volver a ponerlas, pero no se pudieron reabrir por el clima, 
por la falta de apoyo policial para trasladar a los internos. Se quiso hacer, pero no se pudo. Entonces, 
realmente el problema también se mueve, no está fijo. 


Con relación a las otras actividades a las que hacía referencia el diputado Abdala, 
efectivamente las vi. La actividad de rugby y las deportivas en general son muy positivas; hay un grupo 
de internos que sale varias veces por semana, pero son grupos pequeños. Hoy en el módulo 10 había 
620 personas; en el módulo 8, 807, y en el módulo 11, 437. Y son un puñado las que van al polo 
industrial, un puñado las que van al polo educativo; estamos hablando de quince, veinte o apenas algo 
más. Y las que salen a hacer deportes son algunas más. Entonces, todo eso está muy bien, y creo que 
es bueno decir que hay una reacción al respecto. Por ejemplo, hay un grupo de operadores que va al 
módulo 10, que ha organizado actividades, grupos de convivencia, pero son grupos chicos. Entonces, 
el meollo de la cuestión —y el director del Comcar lo ha planteado- es que en cada módulo haya un 
equipo multidisciplinario que esté actuando y que tenga operadores penitenciarios y más refuerzo 
policial porque, si no, este reforzamiento de la seguridad puede ser, hablando en términos médicos, 
iatrogénico. Puede generar problemas, porque si solamente se cierra la válvula de escape, la violencia 
puede repercutir adentro. Entonces, si eso no va acompasado con trabajo con las familias, apertura, 
actividades y salidas hacia afuera, se vuelve más complejo. 


En cuanto al módulo 5, efectivamente se reabrió. Ya hay internos que están allí. Existe todo 
un plan para canalizar personas para que vayan a esos otros módulos. Todo eso es positivo. Pero 
vuelvo a los informes anteriores: estamos ante un problema difícil. 


No se trata de que haya mala voluntad ni de que alguien se encaprichó y quiere que todo funcione mal. 
Estamos ante un problema estructural que sentimos que al país se le fue de las manos hace muchos 
años, quizás en los años setenta, cuando el sistema penitenciario empezó a caer por la pendiente. Hoy 
estamos tratando de ver de qué manera se sale de esto. Entonces, hay que tener en claro que las 
medidas puntuales, aun siendo muy positivas, por sí solas no van a ser suficientes. Se requiere algo de 


mayor envergadura, de mayor porte, de mayor vuelo interinstitucional, de mayor perspectiva a futuro, 
de mayor involucramiento de actores. 


En cuanto al tema de los agentes policiales y los operadores penitenciarios, hay un punto 
central con respecto al Instituto Nacional de Rehabilitación, que es la formación de nuevos cuadros. Se 
trata de una experiencia nueva para el país, que ha tenido logros, problemas y fracasos. En algunos 
casos uno encuentra que, lamentablemente, hay operadores penitenciarios que no tienen claro su rol, 
que no hablan con los internos, que consideran que su tarea es de vigilancia y no asumen el rol 
educativo. Me hubiera gustado que los operadores penitenciarios se llamaran educadores, para que 
quedara clarísimo cuál es su rol, que es generar actividades. Uno a veces va a los centros y ve que 
hay operadores penitenciarios en la consola esperando hacer un traslado de un lugar a otro, en vez de 
estar relacionándose con ellos, enseñarles a jugar al ajedrez, hacer alguna actividad, conversar sobre 
determinado tema. A veces hay elementos. En el polo educativo, por ejemplo, hay pantallas, 
computadoras, libros, pero a veces falta esa concepción de lo educativo en lo cotidiano, que la tienen 
que llevar adelante personas, que piensen en organizar una actividad cultural, un campeonato de algo, 
un concurso; pintar un mural; organizar la sala de visitas; formar un grupo de trabajo sobre algún tema, 
etcétera. Esto es algo que tienen que hacer los operadores. En algunos lugares eso existe. Por 
ejemplo, hace cuatro días estuve en Punta de Rieles y allí hay 51 emprendimientos productivos. Es 
decir, allí no hay que esperar que sea el Estado el que ponga las máquinas, instale un taller y pague el 
peculio. Además, el Estado ya no tiene plata para pagar el peculio. Entonces, allí hay una zona de 
inquietud, que es que el centro de formación penitenciaria genere, a partir de esta experiencia que tuvo 
éxitos y fracasos, cuadros y más cuadros. 


Para terminar, quiero referirme a la pregunta de si tenemos una política penitenciaria. Creo 
que aquí ha habido una reforma penitenciaria que tuvo un plan de acciones muy importante y pasos 
que hoy vemos claramente que han generado cosas muy positivas, pero que en algunas áreas 
claramente se ha estancado. Pongo un ejemplo visible: en la salud. La salud se desplegó, llegó a la 
cobertura del 60% y se estancó. Y es muy necesario que la salud sea autónoma y que no solamente se 
refiera al físico, sino que interactúe con la dirección de los establecimientos. Por ejemplo, tenemos 
planteos en el sentido de que el agua en algunos módulos tiene mala calidad. No puedo aseverarlo ni 
negarlo; le hicimos una recomendación al INR y vamos a enviar una nota a la OSE para que se haga 
un estudio en ese sentido. Pero el agua, la comida, las condiciones higiénicas, también son parte de lo 
que debe hacer el rol de salud y en algunos lugares lo hace. En algunos centros la Presidencia de 
ASSE cumple también ese rol. 


A mi modo de ver, lo que ha ocurrido es que la reforma ha encontrado un núcleo duro para 
poder seguir avanzando. Siento que hoy no tenemos una política penitenciaria explícita. Hay una 
cantidad de elementos de esa reforma muy importantes que están circulando y, en algunos casos, 
creando efectos positivos. Mencionaba el caso de ASSE y puedo citar como ejemplo, también, el 
aumento de la presencia del sistema educativo. Hoy en día Primaria y Secundaria tienen una presencia 
muchísimo mayor que hace diez años en el sistema penitenciario. Pero todavía no está conformada, 
dentro de la política penitenciaria, una política de educación. Hay atisbos; hay un grupo de educación 
en cárceles que está trabajando, etcétera. Pero, en definitiva, creo que esa política penitenciaria está 
para formularse, consolidarse, explicitarse. Habrá que definir bien los roles de cada institución y 
conectarla con la política social. 


SEÑOR PENADÉS.- En la última comparecencia el Comisionado Parlamentario se refirió a la sala de 
visitas, entre otras situaciones a corregir. Me acuerdo perfectamente bien de que informó que el estado 
de los baños era lamentable; que la gente no tenía lugar dónde sentarse para mantener una 
conversación con el preso e, incluso, había hecho énfasis en que los niños no tenían espacio donde 
jugar. ¿Eso se ha podido corregir? ¿Ha habido algún avance en ese sentido? 


SEÑORA GELMAN.- Quiero dejar constancia de que me parece muy interesante la propuesta del 
señor Petit de hacer los aportes por escrito, pues de esa forma nos estará brindando algunos insumos 
para habilitar una discusión que vaya en el sentido de explicitar esa política que menciona. 


SEÑOR PETIT.- Con respecto a las visitas, anteayer en la cárcel de Pense, en Soriano, vi un ejemplo 
de buena práctica. Había un salón amplio, con buenos baños, música funcional y un espacio abierto 
con juegos para niños. O sea que no es ciencia ficción; no hay que ir a Noruega para verlo. ¡Se puede 
lograr! ¡Y ni que hablar en muchos otros centros también! 


Lamentablemente, en el Comcar todavía no se ha logrado, salvo en el módulo 10 donde 
estos grupos de convivencia me invitaron a participar de una actividad que realizaron. Estuve allí con 
varios de los internos y vi que además, de limpiar y de pintar un mural, fabricaron unos bancos y mesas 
para la sala de visitas. O sea que allí mejoró un poco la situación, pero no así en los módulos 8 y 11. 


Un grupo de internos del módulo 6, vinculado a grupos religiosos, fue autorizado a realizar 
tareas de limpieza en los módulos 10 y 11. Precisamente hoy estuve conversando con ellos. Creo que 
eso va en la línea de la nueva dirección del Comcar —si no me equivoco, asumió hace menos de veinte 
días—, que apunta a mejorar esos espacios de visita. Además, me plantearon que invitarán a nuestra 
oficina a participar de la elaboración de un nuevo reglamento para la visita, para tratar de aflojar la 
tensión que todavía existe en el ingreso, en la revisación y en las normas que rigen para visitantes y 
familiares. De todas maneras, diría que los salones todavía son inadecuados y hay temas pendientes. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero formular una pregunta a raíz de lo que precisamente está hablando el 
señor Comisionado. 


Tengo entendido que en algunos establecimientos —no sé si en Punta de Rieles 
especíificamente— se está haciendo yoga. Sé que este tema no está en la agenda de la sesión de hoy, 
pero me gustaría tenerlo claro. 


Hace tiempo recibí a una persona interesada en dar clases, quien me acercó una evaluación 
de lo que era la actividad dentro del sistema carcelario. Me refiero a la señora Pamela Martínez. 
Concretamente, me gustaría conocer la opinión del señor comisionado con respecto a estas 
actividades que sé que no son universales en el sistema carcelario pero sí provechosas. Asimismo, 
quisiera saber si ha tenido oportunidad de conversar con personas privadas de libertad que estén 
practicando esta actividad. 


SEÑOR PETIT.- Son cosas espectaculares. Nosotros hemos enviado una nota apoyando las 
actividades de yoga e incluso he hablado con muchos internos sobre el tema. Hoy en Punta de Rieles 
hay más de seiscientos internos que realizan yoga y llevan adelante otras actividades culturales, 
deportivas, productivas y empresariales. 


Hace poco se dio un caso muy triste de una persona con una trayectoria muy complicada, 
que tuvo un proceso de rehabilitación sumamente interesante y que llevó adelante un emprendimiento 
un factor muy positivo que, incluso, posibilitó la congregación de muchos internos a la tarea—, tuvo un 
accidente y quedó con una dificultad física importante. Todavía está bajo tratamiento y no se sabe muy 
bien cómo será su evolución. 


Los internos que hacen yoga no están dentro de los casos raros, como la gente que cayó 
presa y que en realidad puede hacer cosas que uno identifica con el mundo exterior, sino que son los 
mismos que en otro contexto negativo están con cortes, traficando, escondiendo un celular, etcétera. 
Esto es a grandes rasgos y puede haber excepciones. 


Esto es lo notable del cambio de contexto; cuando cambian las condiciones de convivencia 
digna, se modifica la situación de la persona en la manera de relacionarse, en la actitud, en la postura 
física, en la expresión, en el diálogo. Realmente es muy notable. 


En el penal de Libertad se da esta situación y a la vez que me decían «estamos caminando 
por la cornisa; la vamos llevando», pero agregaron «si en cada sector tuviéramos un equipo técnico y 
algunos operadores o educadores» —para decirlo en lenguaje directo— «rescataríamos a una cantidad 
de gente». 


En definitiva, la actividad de yoga es espectacular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay ningún planteo de parte de los señores senadores, agradecemos 
al comisionado parlamentario por su presencia. 


Esperamos esa jornada de trabajo con una agenda que nos permita adelantarnos a los 
temas pertinentes. 


Más adelante combinaremos una nueva salida a algún otro establecimiento, como lo 
habíamos acordado para el próximo mes. 


SEÑOR PETIT.- Mantendré informada a la comisión vía correo electrónico y seguiré elaborando esas 
ideas. 


(Se retira de sala el comisionado parlamentario, doctor Petit) 
(Ingresan a sala las autoridades del Ministerio del Interior) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria tiene el 
gusto de recibir al equipo del Ministerio del Interior encabezado por el señor ministro Eduardo Bonomi; 
el director general de secretaría, doctor Charles Carrera; la asesora de asuntos penitenciarios, señora 
Rosario Burghi; el director del Instituto Nacional de Rehabilitación, comisario mayor Crisoldo Caraballo; 
y el director de Unicom, señor Fernando Gil. 


Les damos las gracias por concurrir a la convocatoria de esta comisión. Hemos recibido 
distintos informes del comisionado parlamentario y llegamos al acuerdo —impulsado por los colegas de 
esta comisión— de que se instalara la comisión para considerar el tema específico de los sucesos que 
se habían dado en distintos establecimientos penitenciarios, con fallecimientos y otro tipo de 
situaciones muy particulares. Consideramos por demás interesante tener las dos miradas: por un lado, 
el trabajo permanente con el comisionado parlamentario y, por otro, la información solicitada por la 
presidencia de la comisión y también por sus integrantes. Debemos tratar de ser objetivos para poder 
abordar estos temas complejos como corresponde. 


También queremos destacar que para nosotros es importante su presencia, y así también lo 
manifestó el señor ministro. Esto llevó a que su comparecencia se realizara este día. 


Independientemente de la información que tenemos y que hemos recibido hace un momento 
por parte del comisionado parlamentario, cedería la palabra al señor legislador Abdala para que haga 
las consideraciones generales que desee para después escuchar el planteo que llevará a cabo la 
delegación del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA.- Muchas gracias. 


Reitero nuestro agradecimiento a su gestión para que esta sesión se concretara con la mayor 
prontitud posible y además contáramos con la presencia del señor Ministro del Interior, que por 
supuesto es muy bienvenida. También agradezco al señor ministro que, en cierto sentido, tomó la 
iniciativa de concurrir porque si bien habíamos pedido la urgente convocatoria de la comisión, en honor 
a la verdad, digo que no pensábamos contar ya con su presencia, lo que no descartábamos en el 
futuro. 


Esto permite que entre el gobierno, la oposición, todos los partidos representados en el 
Parlamento y el Poder Ejecutivo, abordemos un tema nos preocupa y nos aflige, que es un fenómeno 
que claramente ha recrudecido en los últimos tiempos. 


El señor comisionado parlamentario nos acaba de comunicar que en la mañana de hoy se ha 
producido la muerte número 34, en lo que va del año, en el Penal de Libertad, en un episodio 
lamentable. 


Antes de cuestionar al ministro o llamarlo a responsabilidad —que obviamente la tiene por su 
condición de ministro del Interior y que, por lo pronto, de acuerdo al ordenamiento institucional, tiene a 
su cargo la administración del sistema carcelario— queremos contribuir, colaborar o generar instancias 
que nos permitan conjurar estas situaciones o avanzar en el sentido de mejorar las condiciones 
imperantes, por lo menos en aquellos ámbitos del sistema carcelario donde estos problemas están 
notoriamente focalizados. 


En esta comisión existe una gran preocupación con relación a lo que acontece en la unidad 4 
del Comcar —particularmente en los módulos 8, 10 y 11-, en el Penal de Libertad —donde han 
acontecido episodios de violencia—, y en algunas cárceles del interior, particularmente en Las Rosas, 
donde recientemente se produjo una muerte violenta. 


Nosotros esperamos que el ministro nos dé información y nos precise qué está haciendo el 
Ministerio para mejorar las cosas. Advertimos que en función de lo que se ha planteado podríamos 
estar ante un problema de carácter institucional más profundo. Nos consta que el sistema judicial 
uruguayo —el Ministerio Público y la justicia competente—, están avanzando en la indagación de los 
hechos violentos más recientes, que van más allá de las propias conductas individuales de quienes 
protagonizaron los homicidios o las muertes violentas. Se está yendo en la dirección de responsabilizar 
al Estado por la violación de los derechos humanos y por la circunstancia de que, en estos casos 
particulares, no estaría cumpliendo con sus cometidos esenciales de proteger la vida de las personas 
privadas de libertad. Creo que eso agrava las cosas o por lo menos da más fundamento a que esta 
reunión se esté llevando a cabo. 


A nosotros nos preocupan —lo digo con mucha franqueza— algunas señales que hemos 
recibido del Ministerio del Interior con relación al sector del Comcar, donde, como se sabe, hay mil 
ochocientos o mil novecientos internos que representan la quinta parte de quienes están privados de 
libertad en todo el sistema carcelario nacional. Nos preocupó un poco —por no decir bastante— que el 
señor subsecretario del Ministerio del Interior esta misma semana se refiriera a estos temas utilizando 
eufemismos. El subsecretario Vázquez ha dicho que se están sufriendo las consecuencias de un largo 
proceso y que se está viendo el resultado de algunas intervenciones exitosas que se han llevado 
adelante en el sistema penitenciario, resaltando aquellas cosas buenas que se hacen, que sin duda las 
hay y son muchas. También ha anunciado que se ha mejorado el hacinamiento. 


Con respecto al tema de la clasificación de las personas privadas de libertad, dijo que se está 
yendo por buen camino. Es decir, me parece que son expresiones de deseo y de buena voluntad que 
no se condicen con la realidad de los hechos que, repito, están aconteciendo en las cárceles 
uruguayas, en los sectores que ya he mencionado. 


Nosotros reconocemos los avances y las mejoras. El comisionado parlamentario en otra 
oportunidad ha dicho con mucha claridad que hay cosas que se han hecho bien y que hay avances 
significativos, pero él divide en tercios el análisis de la situación. Dice que hay un tercio del sistema que 
está muy bien, otro tercio que está en camino de estar muy bien y que registra mejoras importantes, 
pero una tercera parte está mal o muy mal y es la que a nosotros nos preocupa mucho. 


El gran tema es de qué manera paramos las muertes, hechos que son más que una situación 
accidental o coyuntural y que —tal como lo dijo el comisionado parlamentario hace breves instantes— es 
un problema estructural que se vive particularmente en este sector del Comcar. Por lo tanto es motivo 
para tomar medidas concretas a los efectos de conjurar esta situación. 


Pero también hay avances; se nos decía recién que hay algunos internos que trabajan en el 
polo industrial, que hay actividades deportivas para un puñado de ellos, que hay programas educativos, 
pero que se cuentan por decenas en una realidad que, repito, involucra por lo menos a casi dos 
millares de presos solo en el Comcar. 


En síntesis, nos interesa saber en qué está el ministerio. Una vez más, nos remitimos a la 
comparecencia del doctor Carrera del 30 de junio en esta comisión, cuando esta situación ya estaba 
planteada. En esa instancia, nos transmitió una serie de medidas, seguramente con total honestidad, 
pero tengo la impresión de que han quedado en el deseo, en el propósito, porque no se han cumplido, 
no se han concretado. Se nos habló de mejoras en las instalaciones y de la reclasificación de las 


personas privadas de libertad. Es claro que hay un problema muy severo en cuanto a que en estos 
módulos conviven los reclusos más peligrosos junto a los menos peligrosos, los primarios junto a los 
reincidentes en la comisión de delitos violentos y homicidios. 


En aquella oportunidad, se nos dijo también que había dos ejes fundamentales en lo que 
respecta al cambio de esta realidad. Uno de ellos, tenía que ver con programas educativos, laborales y 
recreativos, con el propósito de que los internos estuvieran «la mayor parte del día fuera de su celda». 
Así se dijo en la sesión del 30 de junio, pero nada de ello ha acontecido, por lo menos, en la medida de 
lo necesario o, en todo caso, si ocurrió fue absolutamente marginal; diría, son expresiones muy tímidas 
de una realidad que debe ser radicalmente diferente. 


En esa oportunidad, también se anunció un plan de contingencia, cuya elaboración estaba a 
cargo de la subdirección técnica. 


Hago un paréntesis, para decir que nos consta que esta subdirección ha quedado acéfala, ya 
que ha sido removido su titular, supuestamente por una situación vinculada con la ausencia del título 
de sociólogo que había declarado tener. 


Pues bien, aquí se nos dijo que ese plan de contingencia implicaría crear y reforzar el equipo 
técnico del Comcar y disponer de más técnicos calificados para realizar un fuerte desembarco en la 
unidad. Somos conscientes de que no se trata de magia y de que esta situación no se arregla con 
voluntarismos, pero advierto que, prácticamente tres meses después, aquellos anuncios no solo no se 
han concretado, sino que lo que nos ofrecen son hechos de violencia permanente, que se generan y se 
regeneran a sí mismos. Esto hace que nos vayamos de estas instancias con la sensación de que 
dentro de pocos días tendremos que lamentar una nueva muerte u otro episodio de violencia. 


El Parlamento no puede permanecer indiferente, para eso se ha creado la institucionalidad 
vinculada con la figura del comisionado parlamentario, la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo y esta comisión bicameral que funciona, diría, con un gran sentido de 
responsabilidad política, que está mucho más allá del debate político cotidiano. 


De modo que, señora presidenta, nuestra preocupación se centra en cómo terminamos con 
esa lógica perversa que se visualiza, sobre todo, en los módulos mencionados y en saber cómo 
podemos hacer para que impere la autoridad. Hace un instante el comisionado parlamentario nos 
informó que serían contratados 80 vigilantes —aunque el doctor Carrera el 30 de junio había hablado de 
200 cargos de policías dedicados a la custodia—-, ante lo que le pregunté si de esa manera se 
solucionaría el problema que se presenta al final del día o en la noche, por cuanto quedan tres o cuatro 
guardias, que es lo mismo que la nada, para módulos que tienen entre 600, 700 u 800 internos. 
Después pasa lo que todos sabemos: los presos abandonan las celdas, deambulan por toda la unidad, 
llegan al cerco perimetral, tienen enfrentamientos con los militares a cargo de la custodia del perímetro 
de la cárcel. En mi opinión, más allá de lo educativo, lo recreativo y los programas de reinserción 
social, esto tiene que ver con la adopción de medidas de emergencia que implican el ejercicio de la 
autoridad y el imperio del orden. 


Parece lo más sencillo, pero es el inicio de cualquier análisis sobre esta problemática, por eso, 
nos interesa saber qué se piensa o en qué se trabaja a nivel del ministerio. 


Disculpen la extensión de esta intervención, pero me parece adecuado poner sobre la mesa 
los temas que nos preocupan a todos. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señora presidenta. 


No solo quiero hablar de lo que se ha planteado, sino que también voy a hacer referencia a 
cómo está planteado el debate a nivel nacional, porque seguimos entendiendo que no se está 
haciendo en forma correcta. 


Durante mucho tiempo se discutió en Uruguay sobre las condiciones de encarcelamiento en 
clave de derechos humanos, es decir, sobre el respeto o no de los derechos humanos de las personas 
privadas de libertad, pero no se daba una discusión de fondo —más allá de que se hicieran menciones— 
sobre las políticas de rehabilitación, ni sobre la corrección o no de las que se estaban aplicando. Las 
posiciones más garantistas estaban relacionadas con la defensa de los derechos humanos y ello 
provenía de una realidad indiscutible: no se llevaban adelante políticas de rehabilitación y a cada paso 
se violaban reiteradamente los derechos humanos de los presos uruguayos. Eso era consecuencia de 
una importante falta de capacitación de los encargados del relacionamiento con los presos, así como 
de elevados índices de corrupción de los funcionarios que llevaban adelante las tareas en las cárceles. 
Aclaro que no me estoy refiriendo a la generalidad de los funcionarios, pero sí había un importante 
número que determinaba que sucedieran esas cosas. 


Por otra parte, no había especificidad de las políticas carcelarias. Ya hemos dicho muchas 
veces —creo que hay que reiterarlo cada vez— que el sistema nacional de cárceles sólo integraba 4 o 5 
cárceles uruguayas: las del área metropolitana, pero no todas, mientras que las del interior del país 
dependían de la Jefatura de Policía de cada departamento. Es así que la política interna de cada una 
de ellas dependía de cada jefatura de policía y variaba en cada departamento. No había continuidad ni 
sistematización de nada. Las cárceles era ni más ni menos que un depósito de presos que esperaban 
cumplir su pena antes de recuperar la libertad. En estas condiciones no había un intercambio ni un 
debate sobre las políticas de rehabilitación, sino sobre el respeto a los derechos humanos con todo lo 
que ello implica. Eso limitó fuertemente el alcance de la discusión sobre el papel de las cárceles y las 
políticas de rehabilitación. Se mencionaba y reiteraba lo que la Constitución establece en el sentido de 
que las cárceles no deben servir para mortificar a nadie, pero no se debatía ni se proponían políticas 
concretas sobre trabajo, estudio y recreación en condiciones de encierro, ni sobre penas alternativas a 
la prisión. 


Ese estado de la discusión limitaba la evolución de las ideas y la formación de especialistas 
preparados para trabajar en políticas de rehabilitación. Faltaba formación y audacia para cambiar la 
situación dominante; asustaban los costos de las transformaciones necesarias, y mientras se decidía 
aumentar las penas y se elevaba el número de presos, se mantenían los edificios y se deterioraban las 
condiciones en las que se realizaba la privación de la libertad. La consecuencia ineludible era el 
aumento del hacinamiento, cayendo de hecho, por acción u omisión, en el aumento de las violaciones 
a los derechos humanos. 


Esta es una síntesis muy apretada —podría hablar muchísimo más de esto—, de lo que ha 
sucedido durante mucho tiempo. La situación actual ha cambiado en cuanto a las políticas. Sin 
embargo, no siempre ha cambiado en cuanto al análisis de lo que sucede porque se sigue analizando 
solo en clave de derechos humanos y no en cuanto a cómo funcionan las políticas de rehabilitación. 


Desde 2005 en adelante, con especial acento a partir de 2010, se planteó modificar las 
políticas para las cárceles y construir una política de rehabilitación enmarcada dentro de las políticas 
de seguridad que se estaban llevando adelante, en el entendido de que las políticas de rehabilitación 
tienen que formar parte inseparable de las políticas de seguridad. El depósito y aislamiento de los 
presos solo contribuye, a corto y largo plazo, a aumentar los problemas de seguridad que existen en el 
país. 


La política que se llevó adelante desde 2010 fue realizada en forma de proceso, lo que 
implica que hay cosas que cambian, que cambiaron, que mejoraron; otras que están cambiando, y 
otras que todavía siguen, aunque exista la intención de cambiarlas. Esta política tuvo tres aspectos 
diferentes y complementarios. Ellos son: terminar con el grave hacinamiento existente, construyendo 
nuevos edificios y nuevas plazas en los ya existentes; establecer la progresividad en los institutos 
carcelarios basándola en una clasificación de las cárceles y de las personas privadas de libertad y, por 
último, ampliar los conceptos de derechos y obligaciones de las personas privadas de libertad 
sumando el concepto de beneficio. Los derechos no se pierden nunca. Los beneficios se ganan y se 
pierden de acuerdo con la conducta. Este es un aspecto importante. En 2010 visitamos distintas 
cárceles del mundo y adoptamos, de alguna manera, los conceptos generales —no lo concreto— de 


España y de República Dominicana. Allí se basan en la progresividad y en el concepto de que en las 
cárceles existen derechos, obligaciones y beneficios. Los derechos son los mismos para todos los 
presos; los beneficios cambian de acuerdo con la conducta, y es lo que determina la progresividad. La 
progresividad —hacia adelante o hacia atrás— se establece agregando beneficios o perdiendo beneficios 
adquiridos. Es sobre esta base, sobre estos conceptos, y sobre el proceso desarrollado que hay que 
analizar la situación compleja que se está viviendo y la que se está presentando en la unidad 4 del 
Comcar. 


Asimismo, hay que valorar algunas medidas desarrolladas de manera inmediata para llevar 
adelante los cambios necesarios que nos permitan dar cumplimiento a lo establecido en las normas 
nacionales e internacionales en lo que refiere a los derechos humanos. 


De acuerdo con nuestra Constitución, las personas privadas de libertad mantienen los 
derechos inherentes a la persona humana, y el Estado sigue siendo garante de ello. Me refiero al 
derecho a la vida, a la seguridad, al trabajo, a la educación, a la familia, a la libertad de pensamiento, 
etcétera. Es el derecho a la autodeterminación el que se restringe como consecuencia de haber 
cometido delitos o por haber tenido una conducta delictiva. 


Las reglas de Mandela establecen que el régimen penitenciario procurará reducir al mínimo 
las diferencias entre la vida en prisión y la vida en libertad, que tiendan a debilitar el sentido de 
responsabilidad del recluso o el respeto a su dignidad como ser humano. 


Los derechos en el ámbito del sistema penitenciario para las personas privadas de libertad se 
concretan a través de una evaluación inicial para ingresar a un régimen de tratamiento específico —toda 
persona que ingresa pasa por el centro de investigación, diagnóstico y derivación, donde se le realiza 
una entrevista para definir su ubicación de acuerdo a parámetros establecidos— y de evaluaciones 
periódicas para progresar en el régimen dentro del sistema de rehabilitación. Esta es una diferencia 
sustancial con lo que pasaba antes porque, cuando el juez pedía antecedentes de una persona 
privada de libertad, el Instituto de Criminología reiteraba el informe que se había hecho de acuerdo a la 
causa por lo que lo procesaron; es decir que el eje del diagnóstico era la causa del procesamiento. 
Estas evaluaciones son realizadas por las subdirecciones técnicas de cada unidad penitenciaria y los 
resultados se incorporan a los expedientes personales de cada recluso. 


Se está implementando el sistema de gestión carcelaria a nivel nacional en el Instituto 
Nacional de Rehabilitación. La meta planteada en el desarrollo de este proyecto es que todas las 
unidades a nivel nacional accedan a un sistema de información sistematizado y único, con lo cual se 
proyecta alcanzar un modelo de gestión de primer nivel que redundará en optimizar la razón de ser del 
INR en cuanto a la atención y tratamiento de rehabilitación a las personas privadas de libertad. 


En relación con las citas familiares, se goza del derecho a las visitas en todas las unidades 
de internación —de acuerdo a su capacidad locativa y cantidad de internos—, una vez por semana como 
mínimo con su familia, con un horario amplio que va desde la mañana hasta finalizar la tarde. En el 
régimen de máxima seguridad, es una vez cada veintiún días a su ingreso y, en la medida de su 
avance en la progresividad, cada catorce días. En cuanto a las visitas íntimas, las reglas de Mandela 
establecen que, en caso de que se permitan las visitas conyugales, este derecho se aplicará sin 
discriminación. La visita conyugal o íntima en nuestro sistema penitenciario tiene una frecuencia de una 
cada quince días, salvo en el régimen de máxima seguridad, que tiene frecuencia mensual. 


Las visitas de profesionales para la defensa se realizan cada vez que son solicitadas y las 
visitas consulares para casos de personas extranjeras se realizan toda vez que sean solicitadas, tanto 
por la autoridad consular como por el interno. 


Con respecto a la atención en salud, los profesionales de ASSE tienen a su cargo la atención 
en la zona metropolitana y sanidad policial cubre la atención en las unidades departamentales del 
interior del país. En caso de necesidad de internación o de otras atenciones especializadas, son 
cubiertas por los hospitales departamentales correspondientes. Cada unidad penitenciaria posee una 
policlínica para la atención inmediata con profesionales médicos permanentes. 


En cuanto al alojamiento, si bien existen situaciones a mejorar, se han redoblado esfuerzos 
en la mejora de situación de todas las unidades de internación del país, ya que casi en su totalidad 
cuentan con luz natural y ventilación adecuada. Se han construido nuevas unidades para ampliar 
nuevas plazas y mejorar el hacinamiento. Este es el caso de las unidades de Campanero, Lavalleja, 
Mercedes, Rivera y Maldonado, así como las mejoras realizadas en los módulos 5, 6 y 9 del Comcar y 
las que se realizan en los módulos 1 y 2 de la misma unidad. Esto permitirá terminar con la 
problemática mencionada. A su vez, con la inauguración de la unidad público privada, con una 
capacidad para 1960 personas, nos planteamos el cierre del penal de Libertad. 


Respecto al derecho a la seguridad, en algunas unidades penitenciarias hemos tenido 
dificultades en relación a la seguridad debido a que no contamos con la cantidad de personal necesaria 
en relación al incremento de la población penitenciaria. Actualmente se están realizando gestiones para 
el ingreso de funcionarios especializados que permitan la atención adecuada en esta materia, evitar 
incidentes y garantizar la aplicación de lo establecido en las reglas de Mandela. Todos los reclusos 
serán tratados con el respeto que se merecen su dignidad y valor intrínseco en tanto seres humanos. 


Ningún recluso será sometido a tortura ni a otros trabajos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes, contra los cuales se habrá de proteger a todos los reclusos y no podrá invocarse ninguna 
circunstancia como justificación en contrario. Se velará en todo momento por la seguridad de los 
reclusos, el personal, los proveedores de servicios y los visitantes; regla n.* 1. 


Con derecho al contacto humano apreciable, en nuestro sistema penitenciario se prevé, 
como se mencionó, el derecho a visitas, la realización de actividades educativas, recreativas, 
deportivas y sociales, además de las laborales, entre tantas actividades de socialización diaria de cada 
interno. 


Las reglas de Mandela señalan que la ley pertinente o el reglamento de la autoridad 
administrativa competente determinarán en cada caso: a) las conductas que constituyen una falta 
disciplinaria; b) el carácter y la duración de las sanciones disciplinarias aplicables; c) la autoridad 
competente para imponer esas sanciones y d) toda forma de separación forzosa del resto de la 
población reclusa, como el aislamiento, la incomunicación, la segregación y los módulos de vigilancia 
especial o de semiaislamiento, ya sirva como sanción disciplinaria o para mantener el orden o la 
seguridad, incluida la aprobación de normas y procedimientos relativos al uso, la revisión, la 
imposición, el levantamiento de cualquier régimen de separación forzosa. 


En nuestro sistema existe el régimen de máxima seguridad que funciona en el módulo 12 de 
la unidad 4, Comcar. De acuerdo con lo que establece la normativa internacional señalada se creó un 
módulo especial de seguridad donde se ubican personas con actividad delictiva de alta peligrosidad 
para la seguridad pública, como las que participaron de los secuestros y homicidios de extrema 
gravedad que conmocionaron a la opinión pública de nuestro país, así como personas que se han 
dedicado a la delincuencia y son reincidentes habituales. La capacidad de este módulo es para 48 
personas y quienes están en ese lugar no llegan a 30. 


Algunas opiniones dejan ver que se trata de un régimen en calidad de aislamiento, sin 
embargo, el aislamiento está considerado en la normativa internacional como una categoría especial y 
excepcional aplicada puntualmente. Según las reglas de Mandela por aislamiento se entenderá el 
aislamiento de reclusos durante un mínimo de 22 horas diarias, sin contacto humano apreciable —regla 
n.44-—, pero en el caso de los internos de este módulo nunca permanecieron ese tiempo sin contacto 
humano apreciable, ya que diariamente tienen contacto con funcionarios del sistema, profesionales de 
ASSE y otros profesionales que atienden a las personas privadas de libertad. No se puede considerar 
que exista aislamiento en este módulo dado que, desde su ingreso a la unidad, los internos no han 
perdido la posibilidad de la progresividad en el régimen de tratamiento. Sí debemos señalar que 
cuando la autoridad se ha visto obligada a tomar medidas de disciplina, de acuerdo con lo que se 
establece en las reglas de Mandela en cuanto a garantizar la custodia segura, el funcionamiento 
seguro del establecimiento y una buena organización de la vida en común, se han dado serias 
alteraciones al orden de convivencia provocadas por los internos, tales como amotinamientos con 
daños importantes en las instalaciones que ocupan e intento de soborno a funcionarios para lograr 
objetivos contrarios a la ley y al orden establecido. No obstante ello, cumpliendo con las normas 
internacionales se estableció un régimen progresivo de tratamiento, otorgando de manera gradual los 
beneficios a los cuales acceden hoy. 


Conforme a evaluaciones realizadas por los técnicos y habiéndose obtenido resultados 
positivos, se ampliaron a estos internos los derechos y beneficios, tales como visitas familiares, salidas 
al patio de dos internos a la vez hasta cinco veces a la semana —antes eran de media hora por 
interno, fumar durante dicho beneficio si lo solicitan, visitas conyugales mensuales y visitas 
especiales a valorar en cada paso. 


Me he detenido mucho en esto, porque acá hay una discusión que es importante: cuando se 
analizan las condiciones de encierro o de reclusión, se discute acerca de cuáles son las condiciones 
generales en que una persona cumple su pena, lo que el juez determinó. Esto es en términos 
generales. Nosotros establecimos progresividad, y el mínimo de esa progresividad respeta lo que acá 
se ha planteado. Por la conducta de una hora diaria pueden ser cuatro horas diarias de patio, o puede 
tener más tiempo de visita, o puede acceder al trabajo no solo en el establecimiento, sino fuera de él. 
Pero hay gente que al cumplir su pena planifica, dentro de las cárceles, cómo estropea ese sistema 
establecido, cómo agrede a quienes están trabajando, cómo agrede a quienes tienen ciertos 
beneficios, cómo organizan el narcotráfico desde la cárcel, cómo organizan homicidios desde la cárcel. 
Entonces, en esas situaciones no se aplican las condiciones en que se cumple la pena, sino medidas 
para evitar eso, que están previstas en las reglas de Mandela. Y esta discusión no se incorpora 
normalmente, no se tiene habitualmente. No se tiene la discusión acerca de cuáles son las condiciones 
mínimas para cumplir la pena que un juez determina y cuáles las políticas para poder avanzar en la 
rehabilitación. Cuando ingresamos al ministerio, en un universo de 8.500 personas trabajaban 80, y 
hoy trabajan 3.800, 3.700, y estudian formalmente más de 2.000, e informalmente un número más 
bajo; pero aumenta la cantidad de gente que estudia. Esto fue una digresión respecto a lo que son los 
derechos, porque las normas de Mandela establecen excepciones a esos derechos. 


En cuanto al derecho al trabajo, de acuerdo a lo que establecen las reglas de Mandela, se 
les brinda a las personas privadas de libertad la posibilidad de trabajar y, de esta forma, participar 
activamente en su rehabilitación. Estos son los datos actuales a nivel nacional sobre la inserción 
laboral dentro del tratamiento de rehabilitación. Actualmente existe el polo industrial de Comcar. Se 
están implementando tres polos industriales nuevos para ampliar las oportunidades laborales a 
personas privadas de libertad a nivel nacional: en Maldonado, Canelones y Salto. En coordinación con 
el Ministerio de Educación y Cultura, el polo industrial femenino que se está desarrollando en la unidad 
5 de mujeres realizará una remodelación en la escuela pública número 230, de Las Piedras, y 
posteriormente en la escuela pública número 157, de Villa García. También se ha resuelto organizar en 
cada centro de rehabilitación brigadas de acción ciudadana para realizar trabajos solicitados por la 
comunidad y que estén dentro de las posibilidades del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


En cuanto a la educación, recientemente se firmaron cinco convenios con Inefop para la 
capacitación técnica a privados de libertad a nivel nacional. Actualmente, el 37% de la población penal 
a nivel nacional se encuentra estudiando. De ese 37% de personas privadas de libertad el 25% cursa 
educación formal, y el 12%, educación no formal. 


Los beneficios que otorga el sistema penitenciario a las personas privadas de libertad son 
adquiridos de acuerdo a su comportamiento dentro del sistema. Estos beneficios se adquieren, se 
mantienen o se pierden de acuerdo a la fluctuación entre progresión y regresión, que dependerá 
únicamente de cada interno en particular. Algunos de los beneficios que se otorgan son: visitas 
especiales; ampliación de visitas familiares; mayor participación en actividades recreativas, deportivas 
o culturales; incremento en las horas de patio; aumento de llamadas telefónicas. Las obligaciones son 
las que tienen las personas privadas de libertad tanto como ciudadanos como también en contrapartida 
de los beneficios recibidos. Entre ellas están: cumplimiento del régimen disciplinario establecido; 
respeto y buen trato a sus pares, así como a funcionarios civiles y policiales del sistema; higiene 
personal; higiene y orden de las áreas, tanto individuales como colectivas; cuidado del mobiliario y 
estructuras edilicias de áreas individuales y comunes. 


Somos conscientes de que a partir de la conformación del Instituto Nacional de 
Rehabilitación hemos dado pasos importantes hacia la conformación de un sistema penitenciario que 
permita la aplicación de lo establecido en las reglas de Mandela para las personas privadas de libertad, 
siendo para nosotros el punto de enclave de las políticas de rehabilitación, en armonía con el resto de 
las normativas nacionales e internacionales en la materia. El proceso de unificación y sistematización a 
nivel nacional de un tratamiento de rehabilitación que garantice la aplicación del régimen de proximidad 
está formándose y en pleno desarrollo para dar cumplimiento a lo expuesto en este documento. 


Nos referiremos ahora a la evolución del crecimiento de la población penal a nivel nacional. 


Desde 2010 a la fecha la población penal a nivel nacional se ha incrementado en 1716 
personas privadas de libertad. Hemos pasado de 8700, en 2010, a 10.416, en 2016. La capacidad 
locativa pasó de 6557 plazas reales, en 2010, a 9546 plazas en la actualidad. En este sentido, la 
capacidad locativa fue incrementando su número de plazas, manteniendo así el proceso de reducción 
de la brecha existente entre la cantidad de personas privadas de libertad y el número de plazas reales 
existentes. 


El problema de hacinamiento actual se concentra en el módulo 8 del Comcar, en el módulo 2 
de Canelones y, en un nivel menor, en Maldonado y en Salto, dado que los internos permanecen la 
mayor parte del tiempo en áreas libres, patio o actividades laborales. El hacinamiento promedio —que 
es el que permite valorar la gravedad de la situación—, a nivel internacional, cuando está por debajo de 
122% se lo considera tolerable, y cuando está por debajo de 106%, no se considera hacinamiento, 
prácticamente. Nosotros arrancamos en el año 2010 con el 136%, después bajamos, llegamos el año 
pasado al 107%, y en este momento estamos en el 109%, es decir que tuvo un pequeño aumento. 
Pero ese 109% de promedio indica que prácticamente no hay hacinamiento en ninguna de las cárceles 
que no mencioné y que sí lo hay en el Comcar, en un promedio superior a ese; en Canelones, en un 
promedio menor a ese, y en Maldonado y en Salto, debajo del 105%. Esa es la realidad y la voy a 
especificar mejor ahora. 


Con la remodelación de los módulos 1 y 2 del Comcar —esto está en marcha— se ampliará 
aún más la capacidad locativa, lo que permitirá reducir el índice de hacinamiento de dicha unidad. De 
igual manera, se están realizando trabajos para solucionar los problemas presentados en las unidades 
restantes señaladas. 


Es de destacar que, en relación a los años anteriores, cuando se marcaba una escala 
descendente, en lo que va del año se presenta un ascenso en la tasa de crecimiento de la población 
carcelaria. Esto tiene que ver con la eficacia policial. 


En 2013, la población carcelaria total era de 9.688 y la tasa de crecimiento de 2,9%; en 2014, 
la población carcelaria se ubicó en 9.226 y la tasa de crecimiento fue de 0,4%; en 2015, la población 
carcelaria fue de 9.877 y la tasa de crecimiento de 0,4%; y al 31 de agosto de 2016, la población 
carcelaria se ubicó en 10.416 y la tasa de crecimiento fue de 5,1%. 


A continuación haré un comparativo entre la evolución de la población penal, la capacidad 
locativa y el hacinamiento. 


En 2005, la capacidad total fue de 6.212; la población de 4.540 y el hacinamiento representó 
un 136%; en 2010, la capacidad total fue de 6.581; la población se ubicó en 8.700 y el hacinamiento 
fue 132%; en 2015, la capacidad total fue de 9.176; la población se ubicó en 9.840 y el hacinamiento 
fue 107%; en 2016, la capacidad total es de 9.546; la población de 10.416 y el hacinamiento representa 
109%. 


El 70% de la población penitenciaria a nivel nacional se encuentra procesada y sin condena. 
De este porcentaje, el 63% se ubica en la zona metropolitana y, de este, el 52% en la unidad 4, 
Comcar. 


Cabe agregar que el módulo que padece de hacinamiento es el 8 y no los módulos 10 y 11, 
como hemos planteado en otras instancias. Eso se debe a que, desde entonces, hubo reparaciones en 
el módulo 5 y se agregaron nuevas plazas en el módulo 6. 


Al 31 de agosto de 2016 ingresaron 539 personas al sistema penitenciario, lo que significa en 
algunos casos más de la cantidad de personas que aloja un módulo de la unidad 4 del Comcar, que 
hoy se encuentra en reformas. Esta situación motivó la adopción de medidas de seguridad más fuertes 
para evitar mayores focos de distorsión. 


Señalamos que los ingresos de personas privadas de libertad al sistema penitenciario, tanto 
de primarias como de reincidentes responden, en el caso de los segundos, en su mayoría a delitos de 
hurto. Esta información se basa en la armonización de datos arrojados por la Junta Nacional de 
Traslados del Instituto Nacional de Rehabilitación y que se realiza tres veces por semana. 


Con respecto a los últimos incidentes ocurridos en la unidad 4, se recordará que en nuestra 
anterior comparecencia se habló de la creación de un comité de cambio y gestión para la mejora de la 
situación, principalmente de los módulos 8, 10 y 11, puntualizando como primeras acciones las 
siguientes: cambio de autoridades de esta unidad; mejora en las instalaciones; formación de cuadrillas 
de limpieza; reclasificación de las personas privadas de libertad, de acuerdo con lo cual se produjeron 
traslados a otras unidades y reubicación en otros módulos, identificando referentes negativos de 
manera de evitar que se generen nuevos disturbios. También se mencionó el trabajo, modelo de 
gestión en clave de rehabilitación, con las personas privadas de libertad y sus familiares, identificando 
referentes positivos que contribuyan al diálogo, a la comprensión y al apoyo a la población carcelaria 
en el marco de la rehabilitación pensada desde este nuevo modelo de gestión, principalmente en los 
módulos mencionados. 


Este modelo tenía como eje dos líneas estratégicas. La primera era la participación de los 
internos en actividades fuera de los módulos, ya fueran actividades laborales desde el polo industrial, 
tales como limpieza y reconstrucción de módulos; la segunda partía desde la subdirección técnica de 
dicha unidad, que elaboró un plan de contingencia para reforzar a la autoridad y generar actividades, 
así como tareas para los internos. Asimismo, se señaló la realización de un diagnóstico del personal 
civil y policial con el objetivo de mejorar las condiciones laborales acorde a las necesidades. 


Para dar cumplimiento a las acciones planteadas se generó un equipo de trabajo en el que 
participan los directores del Instituto Nacional de Rehabilitación, asesores, directores de unidades de 
internación, para implementar en forma conjunta modificaciones en la gestión y mejora sustancial de 
los módulos identificados como más complejos. 


Se han considerado y escuchado los aportes del comisionado parlamentario, que se entiende 
son constructivos para el diálogo en pos de la mejora de todo el sistema, ya que las preocupaciones 
continúan siendo las mismas. 


Consideramos que la situación del sistema penitenciario no puede medirse solamente por 
hechos aislados, así como tampoco puede evaluarse sin tomar en cuenta el desarrollo progresivo que 
ha ido realizando en todo el sistema en su conjunto. Se trata de encontrar el justo equilibrio de un 
sistema que ha mejorado sustancialmente pero que sufre las tensiones propias de los cambios que se 
van generando en el camino de su crecimiento técnico-profesional en la atención al tratamiento de 
rehabilitación. 


En relación a los últimos incidentes en la unidad de internación para las personas privadas 
de Santiago Vázquez —-Comcar-— y Las Rosas, que han merecido la mayor atención pública y respuesta 
inmediata de las autoridades del INR —si bien estas venían realizando una fuerte intervención para dar 
fin a las situaciones que se venían presentando—, consideramos importante valorar que 
coincidentemente con los cambios operados en las direcciones de la unidades 4, Comcar, y 13, Las 
Rosas, sucedieron hechos que intentaron desestabilizar su normal funcionamiento. 


En las últimas horas se ha comprobado una manipulación en la información, con la 
divulgación de imágenes antiguas, de áreas de alojamiento que ya no existen, que han sido 
remodeladas. De esa manera se quiere mostrar una realidad que no es tal. Las autoridades de esta 
Secretaría de Estado —al considerar lo anterior—- entienden que se ha operado un intento de 
desestabilización de parte de un sector de privados de libertad y de un pequeño grupo de funcionarios 
que no aceptan los cambios realizados en los nuevos equipos de dirección, quienes al poco tiempo de 
iniciar su gestión dispusieron controles administrativos del personal y de las personas privadas de 
libertad, que ha generado resistencia en ambos casos. En ese sentido, se ha iniciado un proceso de 
investigación para determinar responsabilidades sobre los hechos acaecidos. Esto es sin perjuicio del 
trabajo realizado por la autoridad judicial correspondiente. 


Por otra parte, se ha querido comparar la tasa de homicidios del Comcar con el registro de 
homicidios que ocurrieron en el territorio nacional. Consideramos que esta comparación no resiste el 
menor análisis y no es acertada por las siguientes razones. En primer lugar, los propios módulos dentro 
de dicha unidad —principalmente los módulos 8, 10 y 11- tienen realidades diferentes entre sí. En 
segundo lugar, la población penitenciaria que se encuentra en esos módulos llega allí por estar en 
conflicto con la ley y al ingresar no se liberan de forma inmediata de la violencia que ejercían estando 
en libertad; al contrario, de alguna manera la potencian, sobre todo porque la población del país se 
ubica en una extensión territorial mayor y los que ingresan allí entran en un contexto con otros pares, 
en una circunscripción territorial reducida, lo que redunda en problemáticas relacionadas con la 
convivencia. 


Las tareas planteadas ante esa comisión y otras que se agregaron fueron profundizadas en 
los siguientes meses mediante estas acciones. La primera es el apoyo técnico a la mejora de la 
gestión. El equipo de dirección del INR, junto a las autoridades de la secretaría de Estado, continúa 
trabajando a través del Comité de Seguimiento y Gestión para imponer cambios inmediatos en los 
centros penitenciarios afectados. En ese sentido, tal como se planteó en la comparecencia ante esta 
comisión, en el pasado mes de junio se hizo el nombramiento de las autoridades conforme al plan 
presentado, de división en áreas de Santiago Vázquez, en módulos correspondientes al régimen de 
máxima seguridad, media seguridad, laboral y especial. A esos efectos, el 29 de agosto de 2016 se 
designaron las nuevas autoridades en el Instituto Nacional de Rehabilitación con el fin de continuar 
implementando las acciones proyectadas. 


Por su parte, se puso en marcha una licitación para la compra de los materiales necesarios 
para la remodelación y reparación de los módulos 1 y 2. Esto, junto con las plazas reparadas en el 
módulo 5, incrementa las plazas reales en 926. Su habilitación permitirá descongestionar el módulo 8, 
que es el único que presenta problemas de hacinamiento. De paso quiero agregar que los módulos 1, 
2, 4 y 5 fueron destruidos en motines. El módulo 4 ya fue reparado y, en el caso del 5, se repararon 
120 plazas y quedan unas pocas semanas para reparar 380 más. En los módulos 1 y 2 la reparación 
tiene que ser total, pero su nivel de destrucción fue mucho menor al de los módulos 4 y 5, por lo que es 
más fácil hacerlo. 


El 12 de setiembre se habilitó el primer sector del módulo 5, recientemente remodelado con 
mano de obra de privados de libertad del polo industrial. Esto, como dije, sumará 120 plazas más que 
darán alivio a la situación. 


Se superaron las dificultades existentes para cubrir vacantes en el sistema penitenciario y se 
encuentra en su etapa final un llamado para más de un centenar de nuevos funcionarios de los 
escalafones S y L, civil y policial, quienes contarán con una capacitación técnica especial enfocada al 
tratamiento de las personas privadas de libertad. La capacitación que recibieron los operadores que 
ingresaron anteriormente será complementada, preparándolos para tareas más importantes de 
seguridad. 


En lo que tiene que ver con uno de los reclamos del personal penitenciario, se encuentra 
operativa la clínica médica exclusiva, que fue construida también por personal e inaugurada hace más 
de dos meses. 


Respecto a cuáles son las medidas tomadas para aumentar la autoridad debo decir que se 
incrementó la intervención de la Guardia Republicana, que de forma gradual ha ampliado su apoyo 
hasta llegar a las veinticuatro horas —a solicitud del Instituto Nacional de Rehabilitación-, en un 
régimen de trabajo coordinado, trasladándose del portón 22 a la zona intermedia entre los módulos 10 
y 11. 


Asimismo, se mantiene el proceso de coordinación para la reformulación de los ingresos a 
las unidades por parte de los visitantes, conforme a lo planificado con la Guardia Republicana en lo que 
respecta a la utilización del sistema de gestión carcelaria que se viene aplicando para el registro de 
visitas. 


Se comenzó con la sustitución de medidas de contención —rejas— de los alojamientos que se 
encuentran deteriorados y reparación en los sectores que están dañados, así como la realización de 


trabajos para el aumento de cerramientos perimetrales previstos. Esto tiene que ver con que al 
subdividir el Comcar en cuatro institutos diferentes —seguridad, media, especial y de trabajo—, también 
se establece un perímetro especial definido para esa separación. No se trata solo de una separación 
administrativa, sino que está acompañada de una separación física. 


A través del desarrollo y el trabajo investigativo dentro de las unidades se detectaron fugas 
que fueron desactivadas. 


Me voy a referir a las acciones concretas que involucran a los internos. 


Se vienen realizando actividades en los módulos 10 y 11 donde el deporte, la recreación y el 
estudio son instrumentos de rehabilitación, actividades llevadas a cabo por la Unión de Rugby del 
Uruguay en coordinación con el programa Pelota al Medio a la Esperanza, con el objetivo de llegar a 
integrar mil internos en dicha actividad. 


En acuerdo con el grupo Los Teros, desde el 10 de setiembre pasado funciona la actividad 
en doble jornada —por la mañana y por la tarde— los días lunes, miércoles y viernes, con un total de 600 
internos. Se comenzó con la integración de un grupo de 40 internos del módulo 8 a la actividad del 
rugby y continúan en la actividad deportiva de campeonato de fútbol los demás internos del mismo 
módulo. 


Se realizan talleres de convivencia en un clima sumamente adecuado al diálogo y a la 
participación activa. Los talleres que están vigentes son: murga, ajedrez, plástica, confección, huerta 
orgánica —planificación y ejecución—, murales, limpieza, pintura —planificación y ejecución-, talleres 
jurídico y social para consulta y orientación de los internos, y proyectos de biblioteca. El promedio por 
actividad es de 70 personas privadas de libertad en cada encuentro. En este contexto y teniendo en 
cuenta las especificidades, se han podido implementar estos talleres con el objetivo de lograr una 
mirada lo más integral posible del sujeto y generar una contención grupal como base para sostener la 
dinámica del taller mediante proposiciones, debates, negociación y acuerdos que generan 
compromisos, participación y empoderamiento de la persona en la mayoría de los casos. 


Actividad laboral y educativa de la unidad 4, Comcar. 


Las plazas ocupadas por estudio alcanzan los 607 internos, de los cuales 419 pertenecen a la 
educación formal y 188 a la educación no formal. Las plazas laborales de la unidad al 31 de agosto de 
2016 eran de 935 internos, lo que representa el 27% de la población. 


En el polo industrial trabajan más de 500 personas privadas de libertad y muchas de ellas 
están haciendo reparaciones fuera del Comcar, incluso fuera de Montevideo, con un gran valor. 


Se procedió al traslado de aquellos internos que participaron en situaciones de conflicto y 
vandalismo a la unidad 3, de Libertad, por tratarse de personas que requieren mayores medidas de 
contención. Del mismo modo, de acuerdo con la peligrosidad que impera en el sistema, internos de la 
unidad 3 fueron trasladados al Comcar. La subdirección técnica de la unidad está realizando 
evaluaciones de los internos alojados en los módulos que presentan mayores niveles de conflictividad 
—módulos 8, 10 y 11—, para ser realojados en módulos de progresividad. Se destinarán nuevos lugares 
de visita para los módulos 10 y 11, que se ubicarán en el exterior para que los internos reciban a su 
familia con mayor comodidad. 


Evaluación y proyección. En cuanto a las debilidades que tiene actualmente el sistema, se 
constata la escasez de personal para cubrir la atención técnica necesaria en todos los módulos de la 
unidad, problema que se modificará con el ingreso de nuevos operadores de acuerdo a los llamados en 
curso. Asimismo, la intención es concentrar personal técnico de otras unidades en Comcar para 
realizar en forma urgente las tareas que están planteadas, sobre todo de clasificación y planificación de 
traslados. 


Respecto a las muertes producidas en el sistema carcelario desde el 2013 a la fecha, si bien 
la cifra se disparó en el año 2015, la tendencia es a la baja. A pesar de que no constituye un resultado 


ideal, contando los casos producidos a la fecha, en los últimos tres años se mantiene la impronta a la 
baja. Es más, si contamos únicamente la cifra de homicidios en las unidades de internación a raíz de 
incidentes por temas de convivencia, también se ha producido una baja desde el año 2013 a la fecha, 
estabilizándose en un promedio mejorable. 


A continuación enumeraré las cifras de muertes de la unidad 4, Comcar, y el total del sistema 
carcelario. En el año 2013 en el Comcar hubo cinco muertes naturales, un suicidio y catorce 
homicidios, lo que da un total de veinte muertes. El total en el sistema fue de doce muertes naturales, 
dos suicidios y veintiún homicidios, lo que da un total de treinta y cinco muertes. En el 2014 hubo seis 
muertes naturales, un suicidio, tres homicidios y una muerte por accidente, lo que da un total de once 
muertes. El total en el sistema fue de ocho muertes naturales, ocho suicidios, doce homicidios por 
incidentes y una muerte por accidente, lo que da un total de veintinueve muertes. En el 2015 hubo 
dieciséis muertes naturales, cuatro suicidios y cinco muertes por incidentes, lo que da un total de 
veinticinco muertes. El total en el sistema fue veintidós muertes naturales, doce suicidios y nueve 
homicidios, lo que da un total de cuarenta y tres muertes. En el 2016 hubo ocho muertes naturales, un 
suicidio, siete homicidios y una muerte por accidente, lo que da un total de diecisiete muertes. El total 
en el sistema fue de doce muertes naturales, siete suicidios, catorce homicidios y una muerte por 
accidente, lo que da un total de treinta y cuatro muertes. 


Es decir que, concretamente, en la unidad 4, Comcar, a partir del año 2013 se produjo una 
baja en los homicidios en el establecimiento, partiendo de catorce incidentes entre personas privadas 
de libertad, trece en 2014, cinco en 2015 y siete en lo que va del 2016. 


Clasificación de la población penitenciaria de la unidad 4 por tipo delictivo y situación jurídica: 
delitos primarios, reincidentes, situación jurídica a confirmar y totales. En cuanto a las rapiñas, 
tenemos: 639 primarios, 954 reincidentes y 108 en situación jurídica a confirmar, lo que arroja un total 
de 1.701. En lo que respecta a los homicidios, tenemos: 165 primarios, 158 reincidentes —aclaro que no 
estoy hablando de la cantidad de homicidios cometidos, sino de la cantidad de internos relacionados 
con ese delito- y 16 en situación jurídica a confirmar, lo que da un total de 339. En copamientos 
tenemos: 25 primarios, 30 reincidentes y 6 en situación jurídica a confirmar, lo que totaliza 61. En 
cuanto a hurtos —que es el delito más cometido en el país—, tenemos: 32 primarios, 371 reincidentes — 
observen que en el Comcar el hurto es ampliamente superado por la rapiña— y 40 en situación jurídica 
a confirmar, lo que arroja un total de 443. En tráfico de estupefacientes tenemos: 62 primarios, 134 
reincidentes y 40 en situación jurídica a confirmar, lo que totaliza 236. En total tenemos: 923 primarios, 
1.647 reincidentes y 310 en situación a confirmar, lo que suma 2.880. 


Por otra parte, hubo una especie de pregunta o afirmación a la que quiero responder. El 
subdirector técnico no fue relevado sino que presentó renuncia, la que le fue aceptada. Se le planteó 
una pregunta respecto a algo que andaba circulando, en el sentido de que esta persona no era 
sociólogo, y él respondió que no lo era. Dejó pasar un día, anunció que iba a renunciar y lo efectivizó el 
lunes. Después, la renuncia le fue aceptada. 


SEÑOR CARRERA.- Ademés, para esclarecer la situación, las autoridades del Ministerio del Interior 
dispusimos una investigación administrativa a los efectos de determinar el grado de responsabilidad del 
exfuncionario. En el nombramiento que hicieran, tanto el entonces presidente Mujica como el actual 
presidente Vázquez, él no aparecía como sociólogo, sino como señor Gustavo Belarra. 


Como saben los señores legisladores, para que se produzca el delito de usurpación de título, 
él tiene que haber firmado algún informe como sociólogo. En consecuencia, estamos llevando adelante 
una investigación para determinar la situación. 


SEÑOR MINISTRO..- En 2002, ingresa al ministerio desde el PNUD; en 2003 es contratado y en 2006 
se reafirma su contratación definitiva. Fue director del CNR. Cuando nosotros asumimos, el CNR tenía 
una valoración muy positiva, a tal punto que cuando allá por el 2010 o 2011 quisimos cerrarlo y 
trasladar a las mujeres que estaban en Cabildo al CNR —porque entendíamos que si bien era positivo, 
era una isla dentro del sistema y en la progresividad que queríamos establecer no se necesitaban islas, 
sino condiciones distintas a las que se podía llegar por progresividad o de las que se podía salir por 
progresividad negativa—, no pudimos hacerlo de forma inmediata pues los familiares de los reclusos 
que estaban allí nos pidieron que no lo hiciéramos porque estaba funcionando muy bien, y también 


organizaciones de la sociedad civil nos reclamaban que lo dejáramos. De modo que Belarra tuvo un 
muy buen desempeño anterior. 


Tengo que confirmar algo que decía el director general de secretaría. Cuando lo nombramos 
para la designación de determinados cargos, lo hicimos como señor Gustavo Belarra, no como 
sociólogo. 


SEÑOR PENADÉS.- En esta reunión hemos recibido dos informes distintos de una misma situación. 
Es decir, en una primera etapa recibimos un informe del comisionado parlamentario para el sistema 
carcelario en el que aparecen una serie de situaciones que no se condicen con el informe del señor 
ministro. Este es un elemento que no puedo dejar de manifestar. Por ejemplo, una de las cosas que el 
señor ministro acaba de informar es que todos los reclusos tienen la posibilidad de un debido 
asesoramiento jurídico, y un rato antes el comisionado parlamentario nos informaba que en el Comcar, 
más concretamente en el módulo 8, había reclusos que hacía dos años que no tenían asistencia 
jurídica ninguna. Francamente, eso nos llama la atención. Entiendo que pueda interpretarse que la 
labor de la oposición, en ese sentido, es marcar las diferencias; es cierto. En lo personal, voy a tratar 
de no hacer consideraciones de carácter político por entender que no ganaríamos nada, y que en todo 
caso correspondería hacerlo en otras instancias —si algún día se dan— de mayor impacto e importancia. 
Lo que a mí más me preocupa es que los dos informes muestran dos realidades absolutamente 
distintas. Repito, a esta altura lo que me genera gran preocupación es que el comisionado 
parlamentario nos esté manifestando una serie de informaciones que no están condiciendo con las que 
acaba de dar el Ministerio del Interior. Ese es un elemento que debemos mencionar, porque, además, 
la labor del comisionado es la correcta: viene a denunciar la situación para que desde aquí nosotros 
podamos trabajar en conjunto con el Ministerio del Interior y éste pueda tomar algunas de esas 
apreciaciones. Imagino que los informes que el comisionado hace al Parlamento se remiten también al 
ministerio para su consideración. O sea que éste debe estar enterado de las cosas que aquí se han 
dicho. 


Hace sesenta días el comisionado parlamentario concurrió a esta comisión y nos informó que 
la situación del Comcar, fundamentalmente de los módulos 8, 10 y 11, era explosiva. Utilizó ese 
término para describir la situación. Y hoy nos agregaba —quizás en una sesión un poco más cuidadosa 
en cuanto a los términos que empleó en su informe— que, con relación a la asistencia jurídica —este 
dato me quedó grabado-—, hay presos que hace dos años que no la tienen. Eso ocurre con los presos 
que están en el módulo módulo 8 del Comcar. 


Allí, entonces, se sucede otra serie de cuestiones que quiero enmarcarlas en esta 
consideración. Debemos reconocer varias cosas con relación al Ministerio del Interior. La primera de 
ellas es que ha hecho una importante inversión presupuestal. La ha realizado con mayor o menor éxito, 
pero ese es otro tema. Ha tratado de hacer una inversión presupuestal en algunas modalidades que 
nosotros sugerimos y que, a la postre, están empezando a utilizar. Me refiero a la participación público- 
privada, pero eso es innegable. 


A su vez, es innegable que la creación del Instituto Nacional de Rehabilitación buscaba tratar 
de mejorar el sistema. Asimismo, la incorporación de funcionarios al sistema es innegable. Digo esto 
porque el ministro nos informaba que al inicio de la gestión había ochenta y cuatro, y hoy hay más de 
tres mil. 


Lo que me gustaría saber es si de los planes que aquí han venido a informar en reiteradas 
oportunidades se hace una evaluación. Es decir, se detienen y plantean: bueno, nosotros proyectamos 
esto. De eso, ¿qué se ha concretado? ¿Qué es lo que no se ha realizado? ¿Qué se ha concretado 
bien? ¿Qué ha resultado mal? 


Me parece que el Instituto Nacional de Rehabilitación tendría que llevar eso adelante como 
forma de tener una medida en la acción. Y, en ese sentido, me gustaría que pudiera hacerse. 


Anteriormente hablábamos con el señor comisionado, y ahora se lo preguntamos al señor 
ministro, sobre el ingreso de funcionarios que parece seguir siendo deficitario. El objetivo era quitar la 
labor de atención a los presos de la Policía o de los guardiacárceles tradicionales y dársela a esta 
nueva modalidad de operadores penitenciarios. 


Ahora bien, ¿qué resultado ha dado eso? Planteo esto porque ingresos ha habido, y eso 
tendría que haber repercutido, por lo menos en algunas instancias, en alguna mejora. ¿Eso se ha 
medido? ¿Hay algún informe que el ministro reciba de las autoridades pertinentes, de sus asesores? 
Sería algo así como un control de calidad. 


Digo esto porque pienso que en algún momento hay que pasar la raya y decir: esto está 
haciéndose bien; esto, regular, y esto, mal. Si eso fuese así, me interesaría que nos enviaran esos 
informes o que pudiéramos discutir en una sesión futura, con mayor información, ya que —reitero— es 
innegable que se ha hecho o intentado hacer un esfuerzo para mejorar, y es innegable que en algunos 
casos se ha logrado y no tenemos empacho en reconocerlo. 


Por otro lado, me gustaría que se nos informara acerca de la cantidad de directores que ha 
tenido el Comcar. Digo esto porque cuando hoy estuvo el comisionado parlamentario, nos informaba de 
la designación de un nuevo director, quien tiene pensado aplicar una serie de planes que, lo primero 
que podíamos pensar de ellos es que eran positivos. Ahora bien, uno tiene la sensación de que cada 
maestrito con su librito. Viene un director y quiere aplicar una cantidad de cosas. Viene el otro, cambia 
lo que se estaba aplicando y quiere hacer otras cosas distintas. Viene el otro... Y, si fuera así, no me 
parece que eso dé continuidad a las líneas directrices que el señor ministro recién refería en el informe 
que nos brindaba. 


Por otra parte —es muy fácil decirlo, supongo que no debe ser tan fácil lograrlo—, hay cosas 
que el señor comisionado parlamentario denunciaba, por ejemplo, con relación al estado de los 
residuos finales, de la basura. Parecería que hay una cantidad importante de ratas o una 
superpoblación de ratas en algunos de esos lugares, que no creo que cueste tanto realizarla sino que 
está relacionada con la operativa. En ese sentido, el comisionado hoy nos decía que se sigue 
manteniendo lo que nos había dicho hace sesenta días y que la sanidad interna y externa deja mucho 
que desear. 


Por otra parte, me gustaría hacer una pregunta respecto a la presencia de la Guardia 
Republicana, a la que hicieron referencia el señor ministro y el señor comisionado parlamentario. Creo 
que esto es una constatación más de que se necesita un elemento de represión importante, ya que se 
nos dice que ha aumentado la cantidad de policías en el destacamento permanente. Eso nos muestra 
la necesidad de que haya una especie de superintendencia en la seguridad que el propio sistema no 
podría brindar, por lo que se recurre a un cuerpo como la Guardia Republicana, que no tiene que ver 
con el INR ni con la labor de mantenimiento del Comcar o el módulo 9 en una situación de relativa 
normalidad. 


Me permito agregar que hace un tiempo que no se habla de algo que en su momento se 
anunció que iba a ser muy positivo: el sistema para bloquear los celulares. Entonces, me gustaría que 
se nos dijera si se sigue aplicando, dónde se está aplicando y si ha dado resultado. Digo esto porque 
en las requisas que toman estado público lo que más se obtienen son celulares. Por lo que uno lee en 
la prensa —será cierto o no; quizás sea bueno que el ministro nos lo confirme—, el narcotráfico muchas 
veces es manejado desde dentro de algunas cárceles o desde algunos operadores en algunas 
cárceles. 


En ese sentido, quizás sea bueno conocer un análisis objetivo de la realidad. O sea, me 
gustaría saber si hay una medición y una planificación estratégica, si esa planificación es respetada, si 
se habla de tiempos y de cuándo se piensa obtener resultados. Si existe una medición, nos gustaría 
que nos hicieran llegar los resultados que ya se han obtenido y los que se piensan obtener en el futuro, 
de acuerdo con las medidas que se van a realizar, tal como el señor ministro nos acaba de informar. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer un par de reflexiones muy generales. 


En verdad, a mi juicio, el ministro ha venido a reivindicar la política penitenciaria. Está en 
todo su derecho de hacerlo, pero con toda sinceridad debo decir que no fue para eso que promovimos 
esta instancia. Cuando promovimos la convocatoria de la comisión con carácter urgente, lo hicimos 
porque había una emergencia, una razón de carácter excepcional que justificaba reunirnos y conversar 
con el Poder Ejecutivo. Específicamente queríamos hablar sobre las muertes que vienen acaeciendo 
en el sistema carcelario, haciendo foco en la unidad 4, donde —desde nuestro punto de vista y en 


función de los asesoramientos que nos ha dado el comisionado parlamentario—- hay un ámbito en el 
que la violencia se genera y se regenera. Todo esto ha costado siete muertos desde abril al día de hoy 
—incluyendo el de la semana pasada- y ha implicado episodios de violencia que no han terminado con 
la consecuencia de muerte pero sí con lesiones graves y gravísimas, con heridos y una situación 
totalmente irregular. 


Mi expectativa era que el ministro iba a venir a reconocer esa realidad tal cual es —que el 
ministerio ya había reconocido en algún sentido en el mes de junio, cuando no vino el ministro pero sí 
el director general- y a trasmitirnos qué medidas se han venido implementando o se van a implementar 
para conjurar esa situación. Si bien algunas medidas se insinuaron o hubo cierta referencia a ellas — 
algunas se tomaron o se van a tomar en el futuro— porque el ministro dijo: vamos a hacer, estamos 
proyectando, estamos programando, me parece que se intentó cambiar el eje del análisis y de la 
discusión. No sé si esto tiene que ver con la circunstancia de que la Justicia, frente a estos hechos 
graves, tiene una preocupación institucional en el tema, más allá de los casos individuales y, entonces, 
el ministro se ha visto en la necesidad —según tengo entendido la Justicia está indagando al propio 
ministerio, así como a otros organismos públicos vinculados con esta materia por estos episodios— de 
reivindicar la política penitenciaria, respecto de la cual no tengo el más mínimo empacho en reconocer 
los logros, los éxitos y el avance que se ha concretado en muchos aspectos. Lo que me parece es que 
no puede decirse que este tema no puede verse desde el ángulo de los derechos humanos, sino solo 
desde el de la política penitenciaria. Por supuesto que el análisis de la política penitenciaria es legítimo 
y lo ha venido a hacer el ministro, pero acá hay una cuestión de derechos humanos que tiene que ver 
con la protección de las personas de acuerdo con lo que establece el artículo 7 de la Constitución de la 
República, empezando por el primer derecho que es el derecho a la vida y que, notoriamente, se ha 
visto vulnerado. En ese sentido, me da la impresión de que el ministro ha intentado relativizar los 
hechos o descomprimir la gravedad de la situación que se vive en la unidad 4, porque nuestro asesor 
nos ha dicho que allí hay una situación explosiva y de gravedad. 


En el día de hoy se reconocieron algunos avances, pero estos son marginales, tanto en lo que 
tiene que ver con el polo industrial, como con los programas educativos, deportivos o recreativos, por 
una razón estrictamente cuantitativa y es que esos programan afectan a solo un puñado —y creo que 
ese fue el término que se utilizó— de los casi 2.000 internos que hay en los módulos 8, 10 y 11. 


Veo contradicciones en algunos aspectos estadísticos como, por ejemplo, en el tema del 
hacinamiento. Me quedé con la sensación de que el ministro nos ha querido trasmitir que el 
hacinamiento se ha venido superando, y seguramente así sea en muchos ámbitos del sistema 
carcelario y del propio Comcar, pero no tanto aquí. El comisionado parlamentario nos dijo que en 
función del índice de densidad que toma el Ministerio del Interior para medir el hacinamiento, cuya 
base es 100, en el Comcar estamos en 133, es decir que cada 100 internos hay 33 más y eso 
determina hacinamiento. También nos ha dicho que en varias celdas de los módulos 8, 10 y 11 ha 
llegado a ver de 8 a 10 presos, siendo que las celdas son para un número mucho menor de reclusos. 
Además, se nos ha dicho que esos reclusos no salen en meses y que no tienen alternativa de 
recreación, etcétera. 


Sobre la evolución de las muertes no tengo demasiado claro que la tendencia sea a la baja 
porque, a partir de los propios números que ha dado el ministro, ci; »,¡que vamos en el camino inverso. 
El comisionado parlamentario nos dijo que de una información quedó, roporcionó el INR, se desprende 
que en 2015 se produjeron 43 muertes; a esta altura estamos er SNSP IDO, la cuarta parte del año, 
incluyendo las fiestas de fin de año que, como todos saberhuarizentah rmomento de particular 
sensibilidad. Superemos el guarismo de 43 o no, el señor ministro acaba de reconocer que de las 43 
muertes en 2015, la enorme mayoría se debió a causas naturales, cosa que no ha ocurrido este año, 
donde la enorme mayoría se dieron por episodios violentos. De esas 34 muertes, 16 ocurrieron en el 
Comcar, 8 por episodios de violencia —7 de ellas en la unidad 4- y 3 cuyo origen es dudoso, según nos 
asesoró el comisionado parlamentario. Por tanto, la supuesta tendencia a la baja, no la observo tanto. 


Ahora bien, si no es tan grave ni explosiva la situación en la unidad 4, ¿por qué el nuevo 
director del Comcar los otros días tuvo que agarrar un megáfono para intentar comunicarse con el 
conjunto de los internos de esos módulos? Eso lo vimos por televisión y supongo que la Unicom no lo 
va a desmentir, ni dirá que esas imágenes son falsas o de otra época. Como decía, el nuevo director 
trató de persuadir a los presos de que se portaran bien y así iniciar una nueva etapa. Si la situación 
está bien, es regular, estable y normal, me pregunto por qué pasa lo que pasa. ¿Por qué el propio 


Ministerio del Interior creó lo que el doctor Carrera llamó en esta comisión un comité de cambio y 
gestión y que, vulgarmente, se lo conocía como un comité de crisis? ¿Y por qué razón el doctor 
Carrera, cuando vino el 30 de junio, dijo: «...reconocemos que tenemos una situación compleja en el 
Comcar»? ¡Porque es compleja! Nos ha pasado muchas veces con el ministro: al final el ministerio no 
se pone de acuerdo con el propio ministerio, según quién viene a informar o cuáles son las fuentes o el 
origen de la información. 


Desde ese punto de vista, señora presidenta, digo que las preocupaciones con las que 
llegamos a esta reunión no las evacuamos completamente, sino que las mantenemos. No queremos 
iniciar un debate político ni cuestionar políticamente al ministro, pues no sería responsable dada la 
gravedad de los temas que tenemos entre manos, pero sí decimos que teníamos la expectativa de que 
el ministro nos dijera: «Miren, ahora en estos módulos no va a haber más problema porque los 
operadores penitenciarios o, mejor dicho, los funcionarios policiales que van a estar dedicados a la 
vigilancia a partir de tal fecha van a estar allí controlando, vigilando y evitando que los presos salgan de 
sus celdas y deambulen por toda la unidad». ¿O esto no es así? El Comisionado Parlamentario lo ha 
dicho y lo ha ratificado. Yo no sé si el ministro hoy lo ha desmentido. Me parece que no. Capaz que 
eludió alguna referencia a ese aspecto, pero esto es así. Yo quiero creer que esto sea así, ¡a no ser 
que el Comisionado Parlamentario nos mienta, exagere o maximice la gravedad de los temas! Yo no lo 
creo. Tengo una gran confianza en el doctor Petit lo digo francamente, por él-; me parece que es un 
hombre ponderado y que está actuando con mucho criterio, entre otras cosas, reconociendo —por 
supuesto-— las mejoras que a este respecto se han venido dando. 


Y menciono otro ejemplo de las inconsistencias o contradicciones. Hubo algo que el ministro 
dijo al pasar y que quiero traer a colación, porque aquí tengo un informe, que es la violación de los 
derechos humanos de otros actores de esta situación, que no son los presos, y que es el propio 
personal penitenciario, el personal policial del sistema penitenciario nacional, particularmente de la 
unidad 4. El ministro dijo: «Hemos puesto en condiciones la policlínica», como que con eso, entonces, 
solucionamos el problema de los funcionarios. Pero las recomendaciones de la Inspección General del 
Trabajo, que el ministro las conoce tan bien como yo —tengo aquí el informe final, que es de fines del 
2015—, no dicen simplemente que hay que poner la policlínica en orden, sino que también menciona 
cosas mucho más severas, como que los funcionarios están sometidos a un régimen según el cual 
sufren perjuicios para su propia salud. No lo voy a leer todo. Pide, asimismo, revisar los protocolos de 
actuación de los trabajadores del Ministerio del Interior, particularmente de la unidad 4. Estamos 
hablando, específicamente, de estos tres módulos. Y la Inspección General del Trabajo del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social termina diciendo que se remite esta información al Ministerio del Interior 
sobre aquello que debe ser atendido y corregido a la brevedad a fin de disminuir las consecuencias en 
la salud de los trabajadores, y los sindicatos policiales se han quejado de esto. Uno de ellos nos acaba 
de pedir una entrevista, y se la vamos a conceder prontamente, para hablar de este mismo asunto e, 
inclusive, para trasmitirnos información sobre las situaciones que se están desarrollando dentro de la 
unidad 4, pero eso lo veremos cuando corresponda y cuando comparezcan a la comisión. 


No quiero extenderme más, señora presidenta. A nosotros esto nos preocupa bastante 
porque me parece que el ministro se perdió una oportunidad, que es la de reivindicar todo lo bueno, 
pero reconocer aquello que, incluso siendo menos que todo lo bueno, sin embargo es un foco de 
preocupación. Me parece que a todos nos tendría que ahora estar haciendo actuar 
mancomunadamente y reaccionando frente a esa situación. Me parece que el ministro razona mal si 
cree que porque reconoce que algo está mal, entonces es porque está todo mal. Ese no ha sido ni el 
sentido ni el estilo con el que hemos comparecido en la tarde de hoy en esta comisión. Nosotros 
estamos dispuestos a reconocerle todos los éxitos y todos los logros, que sabemos que son verdad. 
Pero reconozcamos este problema y tomemos medidas. Yo no sé si se están tomando medidas. Tengo 
la impresión de que de medidas hay poco y, sobre todo, no me he notificado de ninguna medida 
concreta que, por lo menos a mí, me permita tener la tranquilidad de que esto va a cambiar y de que la 
situación se va a controlar. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo otros legisladores anotados para hacer uso de la palabra. La comisión 
se nos está extendiendo más de lo previsto. Desde la Presidencia no tenemos ningún inconveniente en 
seguir, pero sí debemos hacerlo con el cuórum necesario para poder funcionar. Si quieren hacer otra 


reunión, la haremos, pero por lo menos habría que hacerle las preguntas al equipo del Ministerio del 
Interior motivo de la convocatoria que realizamos. 


SEÑORA AYALA.- Quiero hacer una reflexión muy breve. 


En primer lugar, me gustaría saludar la preocupación de todos por la situación, en particular, 
de ese módulo del Comcar. 


En segundo término, quiero plantear que no interpreté como dos opiniones o versiones 
ambiguas y diferentes o contradictorias lo que manifestaron el señor comisionado y el señor ministro 
esta tarde. Simplemente el señor ministro fue muy claro al decir que esto es un proceso y, por 
supuesto, hay algunas situaciones que han mejorado. Aquí se habló de que el señor comisionado 
siempre dice que hay tercios. Y es así: algunas han mejorado, otras están en vías de mejorar y a otras 
todavía no se les ha llegado con las mejoras que se quieren. En ese sentido el señor comisionado dijo 
que a algunos módulos del Comcar no está yendo Defensoría. En una reunión con los defensores, se 
señaló que esa fue una decisión de Defensoría. También tengo la información —y me gustaría que me 
confirmaran si es así- de que se ha generado un locutorio y hace unos tres o cuatro meses que está 
funcionando, justamente para ese ida y vuelta o esa interrelación que deben tener la gente que está 
privada de libertad y los defensores. 


Por otro lado, creo haber entendido —pido que me corrijan si no es así, pero el doctor Petit 
también lo dijo acá- que en el tema de la salud se viene avanzando, hay reuniones con ASSE y se 
están rehabilitando policlínicas nuevamente, lo que me parece que es parte de este proceso al que 
venimos haciendo referencia. 


Quiero agradecer, entonces, la información vertida por el señor ministro. Entiendo que de este 
largo proceso, que aún no ha terminado y del que resta mucho todavía, nos ha proporcionado mucha 
información, reconociendo lo malo pero también resaltando las cosas buenas que se han venido 
haciendo y los logros. Y si procuro hacer un análisis objetivo, lo que puedo decir es que hace algunos 
años estábamos muy mal, estamos transitando por un camino mejor y a futuro pretendo que estemos 
muchísimo mejor, porque no podemos dejar de reconocer que estamos hablando de vidas humanas, 
de seres humanos que están privados de libertad, y a veces no con las condiciones mejores de vida en 
ese lugar. 


Por último, quiero sugerir a la señora presidenta que hagamos lo que ella planteó, en el 
sentido de volver a coordinar una visita a alguno de estos otros lugares. Recuerdo que en el caso de 
«El Molino» y el traslado de las mujeres a la unidad 5, cuando fuimos a visitar el lugar, vimos que se 
estaba dejando en condiciones para que ellas pudieran ser trasladadas, y varios de nosotros vinimos 
con otra perspectiva, que no era la que teníamos antes de ir. Estaría muy bueno que siguiéramos 
visitando las diferentes unidades, para ir tomando conocimiento directo de aquello de lo que estamos 
hablando, a veces sin conocer. 


SEÑOR MINISTRO.- Cuando uno está trabajando en un sistema que tiene 10.456 presos y que 
establece políticas de progresividad, no puede aislar un establecimiento, sino que tiene que ponerlo en 
el marco de lo que se ha hecho. Cuando empecé a hablar, dije que teníamos, al principio, el objetivo de 
clasificar las cárceles y las personas privadas de libertad. Y el Comcar fue clasificado como una cárcel 
problemática, a donde iban los presos más problemáticos. La realidad indica que es imposible trabajar 
en políticas de rehabilitación con todos los presos mezclados. La mayoría de ellos quieren trabajar, 
hacer deporte, tener políticas de recreación y estudiar, pero hay una minoría que no lo quiere e impide 
que se trabaje. Entonces, para que en todo el resto del sistema carcelario se puedan desarrollar 
determinadas políticas, hubo que concentrar a los más problemáticos en dos lugares: en Libertad y 
Comcar. Este último, como es mucho más numeroso, también fue más difícil de controlar. 


Yo empecé diciendo eso. No me referí al Comcar, pero hablé de la necesidad de clasificar las 
cárceles y los presos. Así se hizo. Finalmente, terminé hablando de las medidas para corregir una 
situación. Yo no ando con un cartel indicativo de que esto está bien y esto está mal, pero si planteo 
medidas para corregir una situación, parto de la base de que hay una emergencia. ¡Pero no la tengo 
que decir! 


Señora presidenta: parece que hay legisladores a los que se les debe decir: «Esto está mal», 
«Mi mamá me ama», «Ojo a la pala». ¡No! Yo digo que si hay que solucionar cosas y enumeré doce 
medidas para solucionar una situación, es porque no está bien. Ahora, ¿hasta dónde? Dentro de esa 
unidad que tiene 3.100 o 3.200 personas privadas de libertad, hay que hacer distinciones y clasificar lo 
que pasa allí. 


La gente cree que en el Comcar hay un gran hacinamiento. Sin embargo solamente en el 
módulo 8 lo hay. Pero si dije que en junio había tres módulos con hacinamiento y ahora hay uno es 
porque se han ido tomando medidas para bajarlo y no porque los presos hayan salido en libertad. La 
cantidad de gente que ingresa al sistema penitenciario ha seguido creciendo, pero se han tomado -y 
se siguen tomando— medidas para bajar también el hacinamiento del módulo 8. ¡Eso no fue obviado! 
¡Fue dicho! 


Con respecto a las diferencias que pueden existir entre los dos informes, debo decir que con 
el del comisionado parlamentario tenemos una diferencia de enfoque. ¿Cuál es? Nosotros entendemos 
que para que la gran mayoría de los presos del Comcar puedan tener actividades laborales, estudiar, 
hacer deporte y desarrollar actividades culturales, se debe tener mucho más controlado a un grupo 
menor de presos. Ahí tenemos una diferencia, porque se nos plantea que hay que tratarlos por igual. Y 
yo traté de establecer la diferencia entre derechos y beneficios y tratarlos por igual en lo mínimo, 
porque después la propia conducta de los presos lleva a que unos tengan más beneficios que otros. ¡Y 
hay diferencias! 


Llegamos a la conclusión de que no puede haber un instituto con 3.300. Entonces, vamos a 
hacer cuatro institutos; el director de uno de ellos será el encargado de planificar la seguridad y los 
otros verificarán sin perder de vista que dentro de la seguridad deben existir políticas de rehabilitación 
que, en ese núcleo, tendrán mucho menos efecto que en otros. Y en los restantes núcleos habrá que 
planificar la rehabilitación con la seguridad adecuada. ¡Pero los niveles de seguridad son diferentes! 


¿Se organiza y se trata de organizar el narcotráfico desde las cárceles? Sí, lo hemos dicho 
desde el primer momento. Si eso no pasa más es porque justamente hay medidas para evitarlo. 


Cuando el comisionado u otros organismos miran esas medidas, dicen «No puede ser; ¿por 
qué tienen visita íntima una vez por mes cuando otros la tienen dos veces?», «¿por qué tienen una 
visita cada 21 días cuando recién ingresan, si los otros la tienen cada semana?». ¡Pero es en las 
visitas que planifican un montón de cosas! 


Entonces, debemos tener en cuenta eso y es donde surgen las diferencias. ¡Claro que puede haber 
dos informes diferentes! 


Ahora bien, no dije que todos tengan la misma visita de los abogados. Dije que tienen derecho 
a tenerla y que la frecuencia es a solicitud. Desde nuestro punto de vista, cuando solicitan la entrevista, 
la tienen. Si los abogados no los quieren ir a ver, es un problema distinto al del Comcar; si piden 
determinadas condiciones, se les dan esas condiciones y siguen sin ir, eso es otra cosa. No es el 
Ministerio del Interior el que pone los abogados. ¡Bueno sería que la defensa de los presos dependiera 
de quien los debe encarcelar! En ese caso habría un problema bastante grande. Por eso hay una 
división en las tareas. Son otros los que tienen que asegurar que vayan los abogados. Nosotros 
tenemos que asegurar las condiciones. Afirmamos que existen las condiciones. ¿Por qué no van? 
¿Capaz que todavía no están dadas las condiciones? Ellos pidieron un locutorio y lo tienen. Entonces, 
va por otro lado la cosa. 


Insisto, este problema resulta de calificar de manera distinta la cantidad de presos que existen 
en el país. 


En el Comcar hay gente que sale a trabajar al interior durante 15 días acompañado con tres 
policías —que además trabajan dirigiendo la labor, más que como custodias—, y son del Comcar. En el 
polo tecnológico 500 presos trabajan y casi 1000 lo hacen en todo el Comcar. Prácticamente un tercio 
trabaja y el 37 % estudia. Repito que esto se da en el Comcar. 


Hace un tiempo en la cárcel de mujeres los presos del Comcar construyeron un módulo de 
seguridad del lado de enfrente a donde estaban las mujeres que requerían seguridad y, además, 
construyeron uno de media seguridad. ¿Por qué? Porque las mujeres que estaban en el tercer piso no 
dejaban trabajar a las que estaban en el segundo y en el primero. Si se cruzaban en algún lado, las 
agredían, las lastimaban. Un día fuimos de visita y al llegar nos cruzamos con una señora que 
sangraba, agredida por una reclusa del tercer piso. Entonces, para que pudieran trabajar hubo que 
separarlas del resto, donde ni siquiera se vieran, porque si no, les pegaban y les gritaban por la 
ventana cuando estaban trabajando. Hubo que hacer algo diferente. ¿Por qué existe esta diferencia? 
Por lo que mencioné, porque de otra manera estaríamos en la situación anterior y las reclusas no 
podrían trabajar. 


Este problema es más difícil de solucionarlo y es cierto que ha sido la unidad penitenciaria que 
ha tenido más directores. ¿Cuál es el problema con los directores? Para mí es que, en 
general, les pedimos que aumenten las horas de patio, la cantidad de gente que trabaja y la que hace 
deportes, pero tienen una gran dificultad interna para sacarlos a trabajar, al patio, etcétera, por la 
diversidad que existe en el Comcar. 


Algunos entienden que la mejor forma de controlarlos es dejándolos encerrados porque así no 
dan problema. Nosotros les decimos que cuanto más encerrados tengan a los presos, más levantan 
presión, y una olla que no deja escapar la presión genera mayor cantidad de problemas. Entonces, 
eliminar la tensión y la presión ayuda a la seguridad. Hay que tener un equilibrio muy firme y fuerte 
entre los que están en esa situación de tensión y los que, aunque le den las mayores facilidades, 
siempre van a crear problemas. Hay directores que no lograron ese equilibrio en el Comcar y como no 
pudieron hacerlo, planteamos cambiarlos. 


Por otra parte, lo que el legislador tomó como un defecto yo lo veo como una virtud. Hay 
directores que ante un problema en el módulo 11, encierran a los presos, los dejan adentro tres 
semanas y después, para bajar la presión, los dejan salir un día. Entonces, que un director en lugar de 
hacer eso agarre un megáfono, se ponga a conversar, busque otra salida y termine siendo aplaudido 
por los presos, para mí es una gran virtud y no un defecto. 


SEÑOR ABDALA.- La virtud es del director. 


SEÑOR MINISTRO.- Sí, justamente. Esa situación se dio muchas veces desde que nosotros estamos. 
La virtud del director fue no tomar la medida represiva de trancar la puerta, dejar al preso adentro, sin 
que ni siquiera se acerquen los policías, excepto para darles la comida, porque eso aumenta las 
tensiones y genera dificultades. 


La política del Comcar —en todos lados es igual, pero allí es mucho peor— de dar a dos 
tercios de los presos —en realidad el número es mayor— más salidas al patio, más posibilidades de 
trabajo, de estudio y de deporte, implica un control mucho mayor del otro tercio. Hay gente que no 
quiere hacerlo porque controlar mucho más genera problemas; es más fácil no hacer requisas. Si las 
hacen cada tres meses, van a encontrar cortes y un montón de cosas. 


Yo estuve preso y cuando salía al recreo dos soldados pasaban el garrote por las rejas — 
¡dos soldados para cien presos! para verificar que estuvieran bien o si las estaban rompiendo porque 
el sonido del barrote que está cortado es distinto al sano. Nada más que eso. No se necesita siquiera 
algo especial; con esperar que salgan los presos y hacer una revisación alcanza. En una oportunidad 
se descubrió que estaban haciendo un túnel, entonces, ¿cuánto tiempo estuvieron sin entrar a revisar? 


¿Por qué hay presos y policías que no quieren controles? Los presos, porque si los controlan 
no pueden hacer esas cosas; y los policías, porque tienen que trabajar mucho más. Tienen que trabajar 
todos los días porque las requisas deben ser diarias aunque no necesariamente en la misma celda. 
Eso era lo que se hacía antes y no era un problema. Ahora bien, es mucho más fácil meter tranca e 
irse a tomar mate lejos, pero no se debe hacer. 


El peor problema de derechos humanos que existe en el Comcar es el horario de trabajo de 
los funcionarios. Desde que llegamos queremos que trabajen solamente ocho horas y se vayan a 


descansar. En gobiernos anteriores a 2005, cuando faltaba personal, recorrían Rivera, Artigas y Cerro 
Largo en un ómnibus, juntaban gente y la llevaban derechito al Comcar y a Libertad. No pasaban por 
ningún centro de formación, los formaban los que estaban ahí, pero para eso establecieron un sistema 
de trabajo: trabajaban una semana entera y la siguiente se iban a su departamento. Nosotros, eso no 
lo pudimos cambiar porque los policías no quieren. ¿Saben lo que tuvimos que hacer? Establecimos 
que de ahora en adelante no se generan más vacantes en Rivera, Artigas ni Cerro Largo. La vacante 
que se crea allí se llena con policías del Comcar y Libertad, y después se llama para que ingrese gente 
de la zona y pueda trabajar ocho horas y no semana por semana. Eso es lo que quieren los policías, 
es muy difícil de cambiar si no se hace lo que estoy diciendo porque se violan los derechos humanos, 
les impide ver a su familia. Ese es el problema que hay en el Comcar. 


Por otra parte siempre hubo policlínicas, la actual está de acuerdo con la que pidieron; 
atención siquiátrica siempre hubo, ahora piden que se fortalezca y así se procedió. 


La guardia republicana no es el reconocimiento de que hay un problema, es la forma de 
resolver un problema. Hemos dicho públicamente, en el diálogo multipartidario y en conjunto, que el 
INR se dirige hacia un servicio descentralizado colgado del Ministerio de Educación y Cultura. Nos han 
planteado el problema que significa la seguridad y entendemos. El hecho de que el INR vaya hacia un 
servicio descentralizado no significa que no tenga una guardia penitenciaria; hay que crearla y 
entendemos que tiene que depender de la guardia republicana. Estamos formando una guardia 
penitenciaria dentro de la republicana. ¿Cómo? Las tareas de seguridad que se planteen las va a 
resolver la guardia republicana de acuerdo con las indicaciones que harán quienes estén al frente de la 
guardia penitenciaria. Eso va a seguir siendo así. Podrá cambiar el trato directo, pero la seguridad 
externa y en la puerta —por lo menos en alguno de los establecimientos— no va a ser exclusivamente 
dependiente del Ministerio de Educación y Cultura, porque si no vamos a tener un grave problema. Tal 
vez se resuelva otra cosa porque la resolución va a ser parlamentaria, pero lo vamos a proponer y 
vamos a trabajar desde antes porque nos sirve a nosotros y también al que venga después. 


Creo que solo resta referirnos a dos puntos: el de los abogados y el informe sobre los 
ingresos. 


SEÑOR CARRERA.- En primer lugar, voy a hacer un comentario que me gusta hacer siempre que 
concurro al parlamento. En la exposición del señor ministro quedó muy claro que estamos en un 
proceso, y debe ser uno de los más complejos de la reforma del Estado. 


En el año 1986 esta casa votó una ley por la que se creaba el escalafón «S», que es el del 
operador penitenciario. Tuvieron que pasar veinticinco años para que ingresaran operadores 
penitenciarios al sistema. Es decir, estamos reformando una institución que tiene un rezago de más de 
veinticinco años. En el año 1986, en las discusiones parlamentarias, cuando se votó esta ley, teníamos 
un sistema que estaba perimido y las cárceles tenían que salir de la lógica policial. Entonces, se tuvo 
que crear el Instituto Nacional de Rehabilitación que fue parte de un acuerdo multipartidario en agosto 
de 2010, en el marco de la convocatoria del expresidente José Mujica, y a partir de ese momento 
empezó a crearse un sistema penitenciario nacional —que llevó por lo menos los cinco años anteriores— 
y hoy todas las cárceles están bajo la lógica del director del INR, el comisario mayor Crisoldo 
Caraballo. Eso es lo que tenemos que tener en cuenta a la hora de hacer cualquier análisis y eso fue lo 
que planteamos hace sesenta días. Como muy bien dijo el señor legislador Penadés, fue hace sesenta 
días porque no hace tres meses que estuve aquí. Nosotros creamos un comité de gestión y de 
seguimiento porque veíamos que teníamos problemas en el Comcar y que había que profundizar las 
gestiones. Pero hay que reconocer que los problemas están aislados en un el módulo 8. 


Nosotros tenemos una planificación porque si no la tuviéramos y no hiciéramos un 
seguimiento de la gestión, no podríamos estar llevando a cabo esta reforma, no podríamos estar 
planificando dentro de las políticas de Estado que queremos desarrollar, por ejemplo, crear un servicio 
centralizado. Tampoco podríamos, de acuerdo a la última convocatoria que realizó el presidente 
Vázquez, crear un servicio centralizado y que el organismo de conexión con el Poder Ejecutivo sea el 
Ministerio de Educación y Cultura. Asimismo, dentro de esa planificación y de ese seguimiento 
reconocemos que las metas que tenemos para este quinquenio son fortalecer la administración del 
Instituto Nacional de Rehabilitación con miras a su dependencia o autonomía. Nuestra meta es 
fortalecer todo lo que tiene que ver con la administración. Lamentablemente, el INR tuvo carencias a la 
hora de realizar los llamados, no tuvo la capacidad de realizar los concursos, pero también tuvimos un 


problema —que no se reconoció— porque cuando se creó el estatuto de los funcionarios, se estableció 
que el operador penitenciario seguiría la misma lógica del funcionario público y eso no puede ser así. 
Entonces, siguiendo la planificación y la evaluación que tenemos que hacer constantemente 
propusimos en la última rendición de cuentas —que fue votada por el Senado y ahora volvió a la 
Cámara de Representantes- un cambio en los concursos de los operadores penitenciarios porque 
tiene que seguir una lógica diferente a la del funcionario público común, porque no son lo mismo. Sin 
lugar a dudas, se ha hecho una importante inversión en el Instituto Nacional de Rehabilitación y el 
señor legislador Penadés —que es integrante de la Comisión de Hacienda— lo sabe muy bien. Además, 
hemos sido audaces porque el primer contrato de participación público-privada que se realizó en el 
país es una cárcel, que va a ser un gran centro de rehabilitación que va a tener todas las condiciones y 
va a cubrir todas las necesidades para cumplir con el objetivo. 


En cuanto al tema de los funcionarios, en el correr de este año van a ingresar doscientos —el 
concurso ya está en la etapa final—, operadores penitenciarios y personal que va a desempeñar tareas 
de seguridad. Lamentablemente tenemos el problema —que ya fue mencionado por el señor ministro— 
de que muchos funcionarios son del norte del país y cumplen el régimen fatal de semana por semana. 
En algunas conversaciones que mantuve con el director Caraballo, le decía que nuestros funcionarios 
tienen un problema porque también están presos. En su cabeza son hombres libres, pero en su lógica 
de vida, de desarrollo de la tarea funcional, quieren estar recluidos en la sala de administración del 
módulo para realizar pocas tareas porque es un problema sacar a la persona privada de libertad a que 
realice diferentes actividades. Precisamente, eso fue lo que nos llevó a que propusiéramos el cambio 
del director Larrosa. 


El director que asumió, lo hizo con la lógica que mencionaba el señor ministro. Creo que hay 
que reconocer que la virtud no es del director porque si bien es un hombre muy virtuoso y un gran 
profesional, en principio la virtud es de las autoridades políticas que lo designaron porque nosotros lo 
buscamos. Como dije, es un gran profesional, pero que quede claro porque el señor legislador Abdala 
ha dicho que la virtud es del profesional. Lo es, pero también es nuestra que lo seleccionamos, que 
mantuvimos reuniones, que establecimos cuáles son los proyectos que tiene que desarrollar y el apoyo 
que le vamos a dar. 


Respecto a si se necesita o no la presencia de la guardia republicana, me remito a la Ley 
Orgánica Policial, Ley n.” 19315, que en el artículo 15 establece que dentro de sus funciones está la de 
apoyar y colaborar con el Instituto Nacional de Rehabilitación para el cumplimiento de sus cometidos. 
Acá no hay improvisación. A veces, a algunos sectores de la oposición les parece que improvisamos, 
pero no es así. Esto lo pensamos y, por cierto, es necesario el apoyo de la guardia republicana. Para 
que se puedan multiplicar las tareas del polo industrial, para cumplir con el convenio con la Unión de 
Rugby del Uruguay, es preciso disponer de seguridad. Esto también lo señaló el señor ministro. 


A propósito de los basurales mencionados, hemos trabajado y se trabaja muy bien en forma 
coordinada con la Intendencia de Montevideo. En mi opinión, no se puede calificar. Se debe tener en 
cuenta que hablamos de alrededor de 3500 personas, que a diario producen una gran cantidad de 
desperdicios. Estamos trabajando en diferentes proyectos y la intendencia nos está dando respuesta, 
por tanto, no estamos en la misma situación de hace un tiempo. 


Del mismo modo, se está trabajando para combatir el problema de las ratas. 


En otro orden de cosas, esta semana hemos tenido reuniones con la Federación de 
Funcionarios de Salud Pública con el objetivo de restablecer los servicios de la policlínica. Nos han 
hecho saber sus preocupaciones y nos hemos comprometido a darles las garantías necesarias. Es así 
que la policlínica del módulo 11 ya se restableció. 


Acerca de los bloqueadores de celulares, debo informar que tenemos a estudio un decreto 
junto con la Ursec, por cuanto hay que respetar las ondas y, lamentablemente, no teníamos una 
política en ese sentido. La idea es que las empresas operadoras no dispongan de frecuencias sobre 
las unidades penitenciarias. Como dije, este tema está a estudio y en los próximos días se aprobará un 
decreto en ese sentido. Lamentablemente, cuando se instalaron los bloqueadores en el penal de 
Libertad, hubo alguna empresa que fortaleció la frecuencia. Hay que tener en cuenta que se trata de 
empresas que comercializan, en este caso, chips. Por eso, se va a dictar un decreto. 


Como dije al principio, el cambio de gestión debe ser una de las reformas más complejas a 
nivel del Estado. No obstante, cabe resaltar que todo se hace en base a acuerdos multipartidarios y 
que venimos de una resaca muy importante. Dicho de otro modo, son años y años de atrasos. Y hay 
datos objetivos que lo demuestran: la Ley de Presupuesto del primer Gobierno de Julio María 
Sanguinetti es un claro ejemplo de ello. 


SEÑOR CARABALLO.- Con relación a la pregunta sobre los abogados defensores, debo señalar que 
está pendiente de respuesta un petitorio del comisionado parlamentario. De modo que es así, el 
comisionado parlamentario hizo ese petitorio. 


Lo cierto es que hemos visualizado algunas dificultades que estamos tratando de resolver. 
Son dificultades propias de los sistemas de seguridad, por ejemplo, la pasada por el escáner. A esos 
efectos, hemos instrumentado el uso de la videoconferencia de modo tal que los abogados defensores 
no deban concurrir al lugar. Lo otro tiene que ver con la movilidad dentro del establecimiento. Debido a 
la cantidad de privados de libertad estamos tratando de solucionar los traslados —hemos tenido 
avances-— a través del diálogo continuo con los abogados defensores, es decir, estamos atendiendo 
sus demandas para que todos tengan acceso. Coincido que no es que les impidamos el acceso, sino 
que estamos tratando de mejorar. 


El INR comenzó a trabajar en una unidad de planificación y de gestión para objetivizar los 
datos que tienen que ver con todo eso. Nuestras cárceles —porque todavía no podemos hablar de un 
sistema totalmente constituido— deben unificar criterios basados en datos objetivos obtenidos a través 
de evaluaciones a la gestión. Como todo proceso requiere puntos de inflexión para hacer evaluaciones 
periódicas y ver cómo está funcionado. 


Con respecto a los operadores —estuve trabajando en eso en el centro de formación 
penitenciario—, hay tres ejemplos que se pueden manejar que son los de Punta de Rieles, la cárcel de 
mujeres y la cárcel de Campanero en Lavalleja en los cuales la casi totalidad del personal que trabaja 
en el interior está ajustado al nuevo modelo al que se pretende llegar. Según surge de las evaluaciones 
y más allá de las dificultades de cada caso en particular, se va por buen camino. 


En cuanto a los nuevos operadores van a ser trasladados al Comcar. En vista de la situación 
las vacantes de operadores previstas para todo el país se concentrarán en el área metropolitana y 
lugares específicos del interior. 


SEÑOR MINISTRO..- El director general insinuó algo y me gustaría referirme a ello. 


El problema de los abogados que no van a los centros penitenciarios radica en que no 
quieren pasar por el escáner y nosotros establecimos que todo el que entre tiene que pasar por ese 
control. Hemos visitado cárceles en el mundo que tiene escáner o ponen un sello indeleble en la mano 
y cuando se retiran se pasa una luz negra y si no está el sello los documentos no son entregados. Eso 
se le hace al director de la cárcel. Entonces, si los abogados que van al Comcar no quieren pasar por 
el escáner tendrán que hacer videoconferencia. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Por qué se niegan a pasar por el escáner? 
SEÑOR MINISTRO..- Porque no quieren; argumentan en base a su estatus o investidura. 


En ocasión de la noticia de una fuga de un preso extranjero, quisimos tomar determinadas 
medidas de seguridad, pero como no lo conseguimos por falta de coordinación, lo trasladamos a una 
jefatura del interior del país. A los pocos días, la abogada llegó acompañada por un policía a la jefatura. 
Todo eso estaba contraindicado en una situación de este tipo. Nosotros no pudimos tomar medidas 
respecto a la abogada, pero sobre el policía, sí. Por lo tanto, por más que tengan la investidura de 
abogado tienen que pasar por el escáner. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Debo retirarme, señora presidenta, pero quisiera hacer algunas consideraciones. 


La primera es que, si bien es cierto que en las dos comparecencias puede haber habido 
matices, por lo menos rescato que el propósito de esto fue focalizarse en algunos temas que necesitan 
ser reforzados. A tales efectos, por ejemplo, la presencia de la tanqueta y de algún refuerzo, según lo 
manifestado por el propio comisionado parlamentario, generó efectos disuasorios y lo valoró como 
positivo. Eso fue lo que creí entender. Creo que eso, al igual que otros planteos que oportunamente se 
realizaron, va en esa dirección. Obviamente que cada quien interpreta como mejor puede o quiere. 


Lo que quería agregar es que la expectativa que tenía de estas dos comparecencias no era 
la de llegar a la conclusión de que alguien tiene que reconocer haberse equivocado o declarar 
explícitamente que se equivocó en algunas cosas, sino más bien que esta comparecencia conjunta en 
la tarde de hoy sirva para seguir avanzando en lo que todos queremos. 


Me parece que aquí se han dado suficientes explicaciones y sacaremos nuestras propias 
conclusiones. Creo que el clima de intercambio en la comisión ha sido —cosa que no siempre sucede— 
el que amerita o habilita para que esta preocupación colectiva pueda canalizarse con toda la 
información recibida. 


Pido disculpas porque debo retirarme, señora presidenta, pero quería dejar estas constancia. 
SEÑOR CARABALLO.- Si me permite, señora presidenta, quisiera mostrar algunas imágenes. 


Lo que estamos viendo ahora es un dibujo del Comcar, tal como está hoy. La zona que está 
coloreada en verde es la que corresponde a la parte laboral o polo industrial. Lo que figura en rojo son 
las zonas de alta seguridad, que es lo que pretendemos modificar a futuro porque, como se ve en 
pantalla, no existe un ordenamiento lógico y queremos agruparlas. Esto es simplemente para que 
tengan una idea general. 


Como decía, el verde corresponde a la zona del polo industrial o laboral. El rojo representa la 
zona de seguridad. El azul muestra la zona de seguridad media. Lo que está en color rojo corresponde 
alos módulos 8, 10 y 12, que son los puntos críticos que se están tratando. Por su parte, el módulo 11 
está de color naranja y corresponde a los primarios. 


Asu vez, hay algunos puntos rosados y un punto verde grande, a la entrada. Esos serían los 
apoyos que van a plantearse con la Guardia Republicana. La idea es crear todos los controles de 
acceso a esos futuros perímetros y a cada uno de los módulos para generar la contrapartida y darle 
seguridad a los funcionarios. Quiere decir que en cada ingreso a los módulos va a plantearse una 
guardia de la Guardia Republicana —valga la redundancia— para generar controles de accesibilidad al 
lugar. Esto quedaría de manera tal que cada uno de los ingresos a los módulos y a las áreas, estarían 
con un control de seguridad para que el personal penitenciario pueda desarrollar su tarea en el interior. 


Lo que estamos viendo ahora es una foto antigua de cómo era el módulo. Más allá de lo 
antiguo —que lo han mostrado en varias oportunidades—, quisiera mostrar cómo está ahora el módulo 5 
—que recientemente fue ocupado-—,; lo que vemos es parte del módulo 6 y esas son las actividades que 
se están desarrollando en el módulo 10, con los talleres de convivencia. Las fotos siguientes muestran 
los talleres de dibujo y de ajedrez. Como decía anteriormente, hay un proyecto para que se fabriquen 
tablas de ajedrez, con el aporte de carpinteros. También hay talleres de murga y de canto. 


Asu vez, en la parte de afuera del módulo 10, se empezó a realizar el taller de huerta. 


Lo que estamos viendo ahora son los traslados de los privados de libertad para el módulo 5, 
lo que se realizó con total normalidad. 


En esta otra imagen vemos los dibujos que ellos realizan en los salones internos. Ahora esos 
salones van a ampliarse y se va a volver a lo que antiguamente fue destinado a salón de visita. Están 
ubicados en la parte de atrás. 


Aquí estamos viendo los nuevos alojamientos del módulo 5. A continuación se muestra cómo 
los mismos privados de libertad, con el apoyo de la Guardia Republicana, comenzaron a restablecer 
los tejidos, y también se pueden apreciar los equipos de limpieza utilizados para limpiar toda esa zona. 


En la siguiente foto se ven bancos y mesas que hicieron los privados de libertad con pallets 
que se donaron y que se utilizan para las tareas laborales pero también para la visita. También 
podemos ver una imagen más amplia del sector de tejidos, que fue reparado, y la zona de limpieza en 
la parte de atrás de los módulos 10 y 11. 


En esta imagen pueden observar que se comenzaron a hacer jardines en la parte de los 
accesos, así como otra parte de la reparación, en la que se ve un operador trabajando con ellos. 
También se puede apreciar la parte de la Guardia Republicana que se colocó detrás. En términos de 
seguridad, se armó como un triángulo de seguridad frente al módulo 8, en la parte de atrás del módulo 
11 y frente a los módulos 10 y 11, de manera que todo el personal de la guardia tenga visibilidad y esté 
en continuo contacto para manejar las recorridas. A su vez, en el módulo 8 se dispuso un refuerzo 
debido a que en una situación de crisis, cuando la Guardia Republicana ingresa al interior del módulo, 
debe haber un apoyo de nuestro equipo de respuesta en el interior del propio módulo. 


También quisiera mostrarles algunas imágenes de la noche, que es cuando hay mayores 
dificultades. Se colocaron focos y se coordinó de la manera que pueden ver en la foto. El apoyo, hasta 
el momento, llega a 25 efectivos ubicados en tres puestos. 


Lo siguiente es un diagrama a futuro, que unificaría un poco más las tendencias de las áreas 
a las que hacía referencia el señor ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como decía la señora senadora Payssé, vamos a tener la versión 
taquigráfica de las dos delegaciones que hemos recibido. El señor comisionado hizo planteos muy 
específicos, entendiendo la situación y diciendo que no había elementos de omisión en la situación 
general. Puede haber visiones distintas sobre un mismo tema, pero debemos empezar a abordar estos 
temas, que son tan complejos. 


Como hablábamos con el comisionado, probablemente surja una visita de la comisión al 
Comcar y, si eso es posible, vamos a coordinarla entre todos los miembros de la comisión. Supongo 
que va a suceder como en la anterior visita, que recibimos la información y lo mejor fue ver en territorio 
lo que estaba sucediendo. 


Más allá de que corresponde, agradezco al ministerio que nos brinde la información de 
manera permanente, porque en situaciones complejas nos facilita muchísimo más las cosas. Cada uno 
desde su lugar es un actor político, pero también está bueno cumplir las acciones políticas con los 
elementos que nos puedan proporcionar. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 49 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


